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XCMO. ÍEÑOR: 



El Oobiemo del Ecnador ha pedido mi extradición^ fandándose en 
qne soy nno de los autores del ccasesinato^perpetrado en la persona de 
Don Gabriel García Moreno, Presidente de esa República, en 6 de 
Agosto de 1876.)> Y. E, debe resolver si concede ó niega la extradicidn; 
y para hacerlo ha creído necesario oir el informe de la Excma, Oorte 
Suprema. Antes de que ese informe se expida y de que Y. E. pronun* 
de una resolución definitiva^ he creído necesario exponer las circuns- 
tancias que me favorecen y rectificar los hechos que alega el Gobierno 
ecuatoriano. Para realizar este propósito ocurrí á la Excma. Corte Su- 
prema solicitando que se me permitiera instrairme de los documentos 
presentados para fundar la demanda de extradición. Creía era natural 
que así se procediera, tanto porque, en último resultado, debe decidirse 
en estos casos sobre la aplicación á ellos de la ley peruana, cuanto por- 
que, aunque no existen |»receptos positivos sobre esta materia, siempre 
se respeta y se concede amplia libertad al derecho de defensa, especial- 
mente en materia criminal. Existe además un antecedente, que en mi 
concepto debe aplicarse por analogía, y que consiste en lo estipulado 
en los artículos 33 y 34 del tratado de Montevideo gue el Congreso del 
Perú ha ratificado debidamente. 

Pero la Excma. Corte Suprema creyó justo denegar mi solicitud^ 
y yo estoy obligado á respetar su fallo* Por eso me presento ahora á 
Y. E. á fin de que no sólo tenga presente esta exposición al decidir de 
la solicitud del Gobierno ecuatoriaift, sino también con el objeto de 
que ordene se remita al expresado Tribunal para que la tenga en con- 
sideración al expedir su informe. 

En ella me propongo no sólo defender mi persona, sino algo más, 
mi vida ameq|izada por las pasiones políticas desencadenadas contra 
mí á consecuencia de la publicación de un libro en que he juzgado con 
austera imparcialidad á los hombres que hoy dominan la política del 
Ecuador. La extradición no se pide porque el juicio haya seguido su 
curso regular y su estado lo exija, sino porque es el medio para conse- 
guir que yo quede á merced de mis enemigos políticos y del odio que 
me profesan. La exposición presentada por el Sr. Ministro de Justicia 
del Ecuador revela claramente ese propósito ; en ella aparece como se* 








oondario el «aBesiDatoD de García Moreoo: es el libro publicado por mi 
lo qne principalmente preocupa al Gobierno ecuatoriano. 

He vivido en el Perú desde el año de 1886, y es notorio que siem* 
pre mi conducta ha sido irreprochable. En 1888 contraje matrimonio y 
he constituido familia peruana. Así, pues, no sólo está amenazado el 
que proscripto de su patria buscó asilo y estableció su residencia en te- 
rritorio peruano ; lo están igualmente su esposa y sos hijos nacidos en 
el Perú. Al defender mi persona y mi vida, que correría inminente pe- 
ligro si quedara á merced del Gobierno ecuatoriano, defendo á la vez 
los derechos, la tranquilidad, el porvenir y la existencia misma de una 
familia peruana. 

Por fortuna, estoy bajo el amparo de las leyes de la República que 
protejen eficazmente á los extrangeros qae á cIIhs se someten, y todo lo 
que tengo que pedir es su extricto cumplimiento. Esto es lo que solici- 
to y lo que espero obtener de los Poderes Públicos del Perú, que apre- 
ciarán los hechos, libres de las pasiones é intereses que dominan en mi 
patria. 

Entre el Perú y el Ecuador no existe en la actualidad ningún tra- 
tado de extradición, porque fué desahuciado hace algún tiempo el que 
se celebró el 10 de Julio de 1874. En consecuencia, lo primero que 
hay que examinar es si las leyes vigentes en la Bepública permiten la 
extradición cuando no existe un pacto internacional que la conceda y 
la regularice. El Gobierno peruano ha establecido desde 1845 la regla 
de conducta á que debe sujetarse en estos casos, y un antecedente que 
no puede ser olvidado. En el citado año, ei Gobierno del Brasil pidió 
la extradición de 22 soldados brasileños que habían asef^inado al Co- 
mandante de la frontera de Tabatinga. Oído el Consejo de Justado, dic- 
taminó en el sentido de que no había derecho para pedir la extra- 
dición ; pero que ofreciéndose la reciprooidad, el Poder Ejecutivo podía 
solicitar autorización del Congreso. Con tal motivo se expidió la reso- 
lución de 10 de Agosto del citado año, en que Si Supremo Gobierno de* 
negó perentoriamente la extradición ; porque sólo debe hacerse en virtud 
de tratados conforme á los principios del derecho de gentes. Además» la 
Constitución de la República establece en su art. 20 que nadie puede 
ser separado de la fiepúbiica ni del lugar de su residencial sino en vír- 
tud de sentencia ejecutoriada. Entre las atribuciones que concede al 
Poder Ejecutivo no está comprendida la de conceder la entrega de los 
delincuentes ó acusados de un delito que solicite un gobierno extrange* 
ro. Los tratados debidamente apro]¡)ados, que tienen el mismo valor de 
una ley, son los únicos que reglamentan el modo de cumplir aquel 
precepto constitucional en lo relativo á las cuestiones internacionales. 
Es por lo mismo incuestionable que en defecto de ellos, el Poder Eje- 
cutivo no está autorizado para conceder la extradición. Esta misma 
doctrina era la que profesaba el Consejo de Estado d€ 1845, cuan- 
do creía posible á cargo de la reciprocidad, la entrega de los ciudada- 
nos del Brasil que su Gobierno reclamaba, y cuando indicaba al Poder 
Ejecutivo que sólo podía acceder á ella con autorización del Congreso. 

Los principios generales de derecho confirman esa interpretación 
de las leyes positivas ; porque la extradicí<m es un acto de soberanía 
que un estado permite á otro sobre el ciudadano extrangero que se ha- 



lia dentro de su territorio y bajo el amparo de sas leyes; porque im« 
porta; en consecuencia, la limitación del imperio de éstas y de la ju- 
risdicción nacional ; y porque limitaciones ó restricciones de este géne^ 
ro sólo puede establecerlas el Poder Legislativo^ por una ley 6 por un 
tratarlo que tiene idéntico carácter. 

Confirma igualmente lo expuesto la misma ley llamada de extra- 
dición, fecha 17 de Octubxe de 1888, á la que, según parece, se quiere 
dar una extensión y un sentido que rechazan sus términos literales* Se- 
gún ellos el Peder Legislativo lo que ha hecho es fijar las reglas que 
debe observar el Ejecutivo en los tratados de extradición que en lo fu- 
turo celebre. Su parte considerativa establece de un modo claro y ter- 
minante este objeto de la ley^ y lo confirman todos sus artículos y es- 
pecialmente el 13.^ 

Sin embargo de que, según esto, la citada ley de 1888 manifiesta 
qne la extradición no es discutible siquiera cuando no hay tratado es« 
pecial que la permita, creo necesario demostrar que tampoco podría 
concederse si fueran aplicables las reglas que ella establece. 

En el inciso 2.'' del articulo 3.^ se prescribe que no se concederá 
la extradición cuando los delitos «tengan un carácter político ó se hu- 
bieren perpetrado en conexión con ellosD ; y en el inciso 3.% que tam- 
poco se concederá si conforme á las leyes peruanas hubiere prescrito 
la acción por el delito que da mérito & la demanda de extradición. 

El Gobierno del Ecuador, para fundar su solicitud, ha presentado 
algunos documentos que conozco por la relación que de ellos ha hecho 
el Sr. Ministro de Justicia en una exposición que publica el periódico 
«La Nación)) de Guayaquil, fecha 2 de Junio último. Entre esos docu- 
mentos aparece una especie de sumario iniciado por el Juez de letras 
de la Provincia de Pichincha el mismo día 6 de Agosto de 1875 ; algu- 
nas declaraciones recibidas con diversos intervalos hasta el 25 de Ju- 
nio de 1876 ; y después de siete años de paralizacidn, un auto de 31 de 
Julio de 1883 en que s^ ordena pase el proceso á los Jurados ; el sorteo 
de éstos el 5 de Octubre ; el 6 del mismo la declaración hecha por el 
Jurado de haber lugar á formación de causa ; y el 8, el auto de manda- 
miento de prisión. Siguen algunas diligencias practicadas en virtud de 
la extradición que se pidió al Gobierno de Colombia, siendo la última 
la de 22 de Abril de 1885. 

Esos documentos me han causado profunda sorpresa, porque nun- 
ca he tenido conocimiento de su existencia y porque parecen fraguados 
con el especial objeto de dar viso^ de legalidad á la demanda de ex- 
tradición. Parece imposible que el Gobierno de una Nación llegue á 
tales extremos ; pero las pasiones políticas tienen fuerza irresistible 
cuando los hábitos de moralidad y respeto de sí mismo no les oponen 
un dique poderoso. 

El homicidio en la persona de García Moreno fué de aquellos he- 
chos que dan origen á documentos oficiales y á publicaciones impresas, 
que el tiempo no puede destruir y que conservan la verdad de los he- 
chos. No es posible alterarla en tales circunstancias ; y sólo ha podido 
intentarse desfigurarla ú oscurecerla, previendo las dificultades que po- 
drían sobrevenir en el Perú para conseguir esos documentos. 

El origen de los que ahora aparecen y el fin con que han sido presen- 
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tadoB, se comprende fácilmente por lo que en la referida exposición 
dice el aefior Ministro de Justída del Ecuador. Afirma en ese documen- 
to: que su Gobierno apreció la muerte de García Moreno como un de* 
lito común,y que por eso Moncayo y yo fuimos sometidos á los tribu« 
nalea ordinarios. Al comenzar el mismo párrafo dice: que Moncayo y 
yo no figuramos al principio entre los sindicados por el asesinato, que 
después aparecieron pruebas contra nosotros; y que por tal motivo fui- 
mos sometidos á juicio con posterioridad al Consejo de Guerra. 

Nada de esto habría podido alegarse si se hubiera presentado el vex- 
dero sumario; ni puede darse crédito á lo expuesto por el S. M. de J. 
una vez que yo explique la verdad, comprobada con documentos cono- 
cidos y publicados en el Perú. 

Debo recordar, antes de pasar adelante, que por el inciso 7."^ 
del artículo 61 de la Constitución que regia entonces en el Ecuador, 
se prescribía que los delitos políticos fueran juzgados en Consejo de 
Guerra. Con arreglo á esta prescripción legal Don Francisco Javier 
Salazar^que fué el Ministro de Relaciones Exteriores que inició mi ex- 
tradición, ordenó al Comandante General de Quito, por ofíoio de la mis- 
ma fecha de la muerte de García Moreno, que procediera á instruir el 
respectivo sumario. En ese ofíoio dice textualmente: d:Siendo constante 
la conspiración fraguada con el fin de volcar las instituciones que nos 
rigen, habiendo dado principio con el horrible asesinato perpetrado á 
la una y media de la tarde de este día en la persona del ilustre Jefe de 
la Nación etc,:^ El Gobierno del Ecuador calificó, pues, y mandó juz- 
gar como delito político el homicidio de García Moreno, encomendando 
el juicio á un Consejo de Guerra,que en efecto juzgó é hizo fusilar á al- 
gunos acusados. En consecuencia, no puede suponerse que un juez del 
fuero común hubiera instruido el sumario contra mí, mientras que el 
Consejo de Guerra estaba juzgando y matando á todos los que se creía 
culpables. 

En la misma fecha 6 de Agosto, el Ministro de Hacienda Arbole- 
da, dirigió una circular á los Gobernadores, dándoles cuenta de lo ocu- 
rrido y encargándoles dictaran las providencias más eficaces para que 
Cornejo, Campuzano y yo fuéramos capturados como autores del deli- 
to; agregando que SI Cabecilla Fttustino Bayo había pagado su crimen 
tJ con la vida. 

jy ^ Resulta de aquí, que no es cierto lo que expone el señor M. de J. 

' ii ecuatoriano con relación á que yo no fui enjuiciado desale el principio y 

I que pórtese se mes ometió al fuero común. Resulta también que el Gobier- 

no calificó el delito como político y me mandó perseguir desde el primer 
dia considerándome culpable. Esto mismo resulta de otro documento 
oficial muy importante por su origen y objeto, que es la memoria que el 
Vicepresidente de la República dirigió al Congreso al simiente día de 
su instalación, esto es. el 11 de Agosto de 1875; documento publicado 
en A N.® 12,402 de ^'El Comercio" de lima correspondiente al día 25 
del mismo mes. En ese mensaje, el Vicepresidente dice: que según las 
indagaciones que se han hecho, el delito fué principio de un vasto plan 
de conspiración y que los delicuentes han sido sometidos á un Consejo 
de Guerra verbali conforme á la Constitución. Como ya lo he indicado 
antes, esto sólo podía acontecer tratándose de un delito político; por« 



que únicamente á ellos se refería el inciso 7.^ del articulo 61 de la 
Gonstitución vigente entonces en el Ecuador, 

El Gobierno Ecuatoriano, para pedir mi extradición, contradice sus 
actos anteriores y aún nie^a su existencia. Calificó el delito como poli- 
tico 7 sometió á un Consejo de Guerra, para conseguir la pena de 
muerte, á algunos enjuiciados, y para ejecutarlos inmediatamente. 
Ahora sostiene que el delito no es político, para obtener mi entrega y 
hacer pesar sobre mí una venganza preparada y meditada hace algún 
tiempo. 

En cuestiones internacionales tienen positiva importancia lo que 
sobre ellas han resuelto otros Gobiernos, porque el derecho de gentes 
lo forman algunos principios generales y las reglas establecidas por los 
Estados Soberanos. Pues bien; con los mismos documentos que ahora 
se presentan, el Gobierno ecuatoriano solicitó del de Colombia mi ex- 
tradición en 1885, No obstante que entre ambas Repúblicas existía un 
tratado de extradición y que en él se exceptuaban sólo los delitos me- 
ramente políticos, la Corte Suprema de Colombia, llamada en esa Bepú* 
blica á resolver estas cuestiones, declaró^ue la extradición no se ha- 
llaba expedita. 

Creo innecesario entrar en el examen de todo lo que expone el Sr. 
Ministro de Justicia del Ecuador para sostener que los delitos comu- 
nes conservan su carácter, aunque estén en relación con delitos políti- 
cos. El citado inciso 2.^ del art, 8.^ de la ley de extradición remehnr 
claramente este punto en cuanto á mí concierne; porque suponiendo 
aplicables los preceptos que esa ley contiene, en el citado inciso estable- 
ce que no há lagar á la extradición cuando los delitos tuvieren, á juicio 
del Gobierno del Perú, un carácter político, ó cuando se hubiesm per- 
petrado en conexión con delitos políticos. Las declaraciones que en 1875 
hizo el Gobierno del Ecuador en los documentos oficiales que he cita- 
do, y el haberse juzgado^ como reos políticos á los que entonces fueron 
habidos, aplicándoles la pena de muerte, son hechos que no permiten 
poner en duda la verdadera naturaleza del delito que motiva la solici- 
tud de extradición. 

El Sr. Ministro de Justicia del Ecuadoi; insiste especialmente en lo 
que se ha establecido en el Tratado entre el Perú y IBélgíca, aprobado 
después de la promulgación de la citada ley de 1888; en lo que pres* 
criben los artículos 145 y 46 del Código Penal del Perúi y en el oficio 
que el Señor Doctor Don Antonio Arenas dirigió al señor M. de U. E. 
exponiendo los motivos de las estimulaciones que contiene el Tratado 
de Extradición. No obstante que, según lo expuesto, es indudable que 
lo que se dice en cuanto á esos puntos, no puede aplicarse al caso espe- 
cial que motiva mi defensa, me propongo examinar estos argumentos 
y probar que son contraproducentes. 

^ En la pafte final del articulo 8.^ de dicho Tratado, se establece en 
realidad que no se considerará como delito político el atentado contra la 
persona del Jefe del Estado. Pero el haberse establecido esta excepción 
en un caso especial y de un modo expreso, confirman la regla general. 
Esto es lo que se deduce de los principios de derecho: según ellos la 
excepción expresa confirma la regla; y en consecuencia, el nomicidio ó 
cualquiera otro delito contra la persona del Jefe del Estado, puede ser 




u 




~ 8 — 

considerado, para los efectos de la extradición, como delito político ó 
conexo con crímenes de este género. 

El principio establecido por el Código Penal peraaao sobre la res- 
ponsabilidad de los reos políticos por los delitos comunes que cometan, 
lejos de estar en contradicción con el inciso 2.^ del artículo 3.^ de la ley 
citada, lo explica y lo confirma. Por existir ese principio y por que el 
espíritu del Legislador ha sido negar la extradición en los delitos co- 
munes relacionados con los políticos, prescribe expresamente la ley de 
extradición que ésta no se concederá ni por los delitos políticos, ni por 
los comunes que tengan conexión con ellos. 

En fin, el señor Arenas en el oficio que se cita, expone la razón 
filosófica en que se funda la extradición; pero en esa misma parte que 
se copia, dice: que para dar un carácter jurídico á la obligación de en- 
tregar á los criminales, se requiere precisamente un tratado. 

El principio establecido por la ley peruana en materia de extradi- 
ción, cuando se pide por delitos políticos ó por los que se hubieren per- 
petrado en conexión con ellos, está umversalmente aceptado en la ac- 
tualidad. Lo consigna el tratado de Montevideo, de que antes he hecho 
referencia y que ha sido ratificado por el Oongreso peruano. Porma 
también parte de la legislación interna del Reino de Italia, á la que de- 
ben subordinarse los tratados internacionales que ese país celebre; 
porque es uno de los primeros artículos del Código Penal italiano, 
el más moderno, el más adelantado y el más completo de los de Eu- 
ropa. 

Los términos literales y el espíritu del inciso 3.^ que también he 
citado antes, serán suficientes para resolver en sentido negativo la so- 
licitud de la extradición, aunque no existieran contra ella las oonclu- 
yentes razones que he expuesto. Según el referido precepto legal, la 
prescripción de la acción con arreglo á la ley peruana es suficiente pa- 
ra denegar la entrega de un enjuiciado ó condenado, pedida por un Go- 
bierno extrangero. Es, en consecaencia, inútil discutir si en cuanto á 
mi ha prescrito ó no la acción según la ley ecuatoriana. Todo lo que 
VE. tiene que examinar y decidir es si ha habido prescripción confor- 
me alas leyes del ^erú. i 

Según ellas, aunque se me considerase como antor del homicidio, 
la única pena que podría imponerse á este delito seria la de Peniten- 
ciaría; la de muerte está restringida en el Perú y sólo se aplica á los 
reos de homicidios atroces. Además, las leyes peruanas sólo permiten 
la aplicación de esta pena al cabecíua y á uno de los autores hasta diez 
inclusive; los demás sufren sólo la pena de Penitenciaría. En el homi- 
cidio de García Moreno, Hayo, el principal, fué muerto inmediatamen- 
te; y el Consejo de Guerra hizo fusilar al Comandante Don Gregorio 
Gampuzanoy al joven Don Manuel Cornejo Astorga. c 

En consecuencia, la única pena posible para mí sería la de Peni- 
tenciaria; dé manera que la acción criminal habria prescrito á los cinco 
años, y lo está indudablemente cuando han trascurrido diez y seis 

años. 

Es cierto que el Gobierno ecuatoriano, previendo esta observación 
decisiva fundada en la ley peruana, ha presentado diligencias que apa- 
recen practicadas en 1875 y 1876; y las subsiguientes en 1883, 1884 y 



1885. Pero conforme al artículo 97 del Oódigo Penal peruano, el tér- 
mino de la prescripción se cuenta desde la fecha en que se cometió el 
delito, y sólo se interrumpe cuando se ha perpetrado otro de la misma 
especie ó que merezca mayor pena. De manera que aunque fueran au- 
ténticas esas actuaciones, que parecen practicadas en diversas épocas y 
con notables intervalos aun las de la misma época, toda acción crimi- 
nal contra mi habría prescrito indudablemente. 

No puede alegarse que la continuación del juicio ha interrumpido 
la prescripción, puesto que la ley peruana no ha establecido este prin- 
cipio y no considera siquiera posible su aplicación en la Bepública ; por 
que según ella los sumarios deben ser breves y porque aunque el reo 
esté ausente no se prolongan indefinidamente, sino que terminan en 
corto tiempo, y después del mandamiento de prisión se archivan hasta 
que el reo pueda ser habido. 

Con relación á este punto importante debo agregar que aunque la 
ley peruana estableciera que el término de la prescripción se interrum- 
pe por el hecho de practicarse alguna diligencia judicial después de al- 
gunos años, no podría invocarse contra gií este principio; porque es evi- 
dente que las actuaciones de un juicio seguido en el extrangero ne ten- 
drían fuerza bastante para impedir el cumplimiento de una ley perua- 
na. Los actos jurisdiccionales que producen ese efecto en ciertos casos 
son los que se practican en el Estado mismo en que rige la ley de cu- 
yo cumplimiento se trata; y esta regla que se deriva de la Soberanía 
de las Naciones en virtud de la que, por regla general, ios actos juris- 
diccionales de un Estado no producen efecto en otro, debe aplicarse con 
mayor razón cuando se trata de leyes que favorecen á un reo y que, 
ademáS; han sido dictadas^ como las relativas á la prescripción, por ra- 
zones de orden y de conveniencias públicas. 

Es necesario tener presente, además, que aunque esas diligencias 
judiciales ^ue se presejiitan pudieran tener algún efecto, resulta de ellas 
que el juicio fué paralizado el 25 de Junio de 1876; de manera que el 81 
de Julio de 1883, en que nuevamente se le dio curso, había prescrito el 
derecho de acusar, según la ley peruana, por el trascurso de más de 5 
años. Así mismo ha estado paralizado desde el 22 de Abril de 1885 
hasta ahora que se pide la extradición, esto es, Inás del término ne- 
cesario para que por segunda vez hubiera prescrito la acción. 

En esta exposición he prescindido de toda apreciación política so- 
bre la muerte de García Moreno y sobre las causas que la motivaron, 
porque me dirijo al Gobierno y á4os Tribunales del Perú, que tienen 
que limitarse á la aplicación de las leyes positivas y de los principios 
generales del Derecho Internacional. Por eso me he circunscrito á de- 
mostrar que la Constitución y las leyes del Perú no permiten la extra- 
dición cuando no existe un tratado especial que la autorice; .que en 
ese mismo caso el Poder Ejecutivo no tendría la facultad de entregar 
al extrangero asilado en el Perú; que el único objeto de la ley de 1888 
ha sido establecer las reglas á que debe sujetarse el Gobierno en los tra- 
tados de extradición que en lo futuro celebre; y que, aunque pudiera 
aplicarse esa ley, sus términos literales comprueban que no procede la 
extradición por la naturaleza misma del delito y porque ha prescrito 
además toda acción criminal. 
8 
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Para los efectos legales, acompaño el «Diario Oficial de Bogotá de 
fecha 2 de Octubre de 1885, en el qae se inserta la sentencia definitiva 
pronunciada por la Corte Suprema de Colombia en 26 de Agosto de 
dicho afio, denegando mi extradición, solicitada también entonces por 
el Gobierno del Ecuador al de aquella República, precisamente por la 
misma causa que alega para solicitarla hoy del Gobierno del Perú. 

Sírvase YE. tener presente lo que he expuesto y ordenar, adem¿s« 
que este escrito se renuta á ia Excelentísima Oorte Suprema para que 
lo tome en consideracidn al expedir el informe pendiente. 



Lima, Julio 15 del89L 



Excmo. Señor. 



(§oberto ^^drade. 





ANEXIONES 



OONSTITUOION VIGENTE EN EL BOÜADOB BN 1875. 

Artioalo 61.— Dcolarado el estado de BÍtio, corresponde »1 (Gobierno i...7.® 

Disponer ee jnzgae militormente como en otmptfi»» y eon las penas de las ordenan- 
sas militares á los matores, oómpliees y auxiliadores de los orimeoes de invasión exte« 
rior 6 conmoción interior^ ann eaando haya cesado el estado de sitio» 



CÓDIGO MILITAS VIGENTE EN 1875. 

Tratado O."" Titulo 4.<' Artioalo 7.''— En los casos del inciso 7."" Artioalo 61 de la 
Oonstitación, cuando los palíanos deban ser juzgados por los delitos de invasión á la 
Bepúblioa, rebelión y sedición» el consejo de guerra será el de oficiales generales. 



OFICIO DEL MINIBTBO DE GUEBEA AL GENEBAIj COMANDANTE 

GENERAL DEL DISTRITO. 

Seis de Agosto de iSyS. 

Bepública del Ecuador.— Ministerio de Estado en el Despacho de Guerra y Mari* 
na.— Quito, Agosto 6 de 1875. — Señor General Comandante Genwal de este Distrito, 
'^Siendo eon$iante la eómptraeión fraguada eon él objeto de volcar loi institueionei qué 
noi rigen^ habiendo dado principio con el horrible asesinato perpetrado, á la una y me* 
día de la tarde de este dia en la persona del ilustre Jefe do la Nación, y siendo nece- 
sario descubrir ios autores y cómplices de este atentado, US. se servirá disponer que 
inmediatamente se siga el sumario correspondiente eon arreglo al inciso 7.« del arti- 
culo 61 déla Conetiíueión, k fin de que sean castigados como corresponde los que re* 
sulten criminales. — ^Lo digo á US. para su estricto cumplimiento . — Dios guarde á US. 
— Frandsco J. Salasar.— Este oficio se registra original á fojas 2 de la causa segui- 
da á los conjurados por la autondad militar y ha servido de cabsia de procesot (1) 

(1) La nota final es tomada de la '^Defensa Documentada'' del (General doctor don FraneÍBOo Ja- 
YÍer Salazar, por Franoisoo Ignado Salazar. Quito, Imprenta del Gobierno, 1887. 
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OIBCULAB DEL MINISTRO DE HiOIENDA A LOS QOBEBNADOBES. 

Seis de Agosto de 1875. 

República del Bonador.— Minisierio de estado en el despacho de hacienda.— Qai- 

to, Agosto 6 de 1875. Oircalar. — Al señor gobernador de la provinoia de Alas 

dos de la tarde de hoy fué alevosamente atacado su excelencia el presidente de la Be- 
pública, al entrar al palacio de gobierno, por ana pandilla de malhechores armados. 
Oomo sn excelencia no tnviese motivo para esperar tan aleve crimen, los asesinos pu- 
dieron á mansalva darle varios disparos de rewólver y golpes de pañal. Inmtil faé la 
heroica defensa con que sn excelencia rechazó á sns agresores, y cay¿ mortalmente he- 
rido.^Este acontecimiento fanesto, altamente sensible para el pais,ha colocado al go- 
bierno en la necesidad de dictar providencias enérgicas para conservar el orden; y me 
ha ordenado acompañar a US. los adjuntos decretos, delegándole todas las facultades 
del artículo 61 de la Oonstitución. — Asimismo, se servirá (73. expedir las providencias 
más eficaces para que sean capturados Bobbbto Añoraos, natural de Imbabura, Ma- 
nuel y Bafael Oornejo Astorga, naturales de esta capital, y Gregorio Oampusano, de 
Caracol, que fueron unos de los que se encontraron en la pandilla criminal; pues Faus- 
tino Bayo que los acaudillaba, pagó con la vida su criminalidad.— Dios guarde á US. 
— Francisco A. Arboleda. 




MEMOBIA DEL VIOE-PBESIDENTE DE LA BEFUBLIGA AL 
INAUOÜBABSE LAS SESIONES DEL GONOBESO. 

Once de Agosto de 1876. 



Los resultados de las indagaciones que hasta hoy se han hecho hacen compren- 
der que el alevoso asesinato de SE. no era m^s que el principio de un vasto plan, que 
no pudo realizarse merced á la noble actitad del pueblo y del ejército y al celo y ener- 
gía de todos los empleados, pues cada uno ocapó sa puesto con energía y resolución. 

Dos individuos contra los cuales habia pruebas de que tramaban contra la vida 
del presidente, fueron sometidos al consejo dé guerra verb(d que se instaló en virtud de la 
declaratoria de sitio que se hizo en el acto^ han sido juzgadas en sesión permanente: dos 
días y dos noches han empleado en indagar los hechos, con el escrúpulo y madurez 
indispensables cuando se trata de asuntos de tamaña gravedad. Uno de ellos ha sido 
castigado con la pena capital y el otro continúa preso hasta adquirir más datos que 
formen plena prueba. 



Quito, Agosto 11 de 1875. 

Fbiiícisgo Javibb León« 



ACUSAGION DEL JUEZ FISCAL DEL GONSEJO DE 6UEBBA. 

Veintiséis de Agosto de 1875 

Excelentísimo señor y respetable consejo: — Encontrando convicto y confeso y 
con pruebas claras y evidentes de que el señor Manuel Ignacio Cornejo Astorga ha 
sido uno de los comprendidos en la revolución, motin, conspiración y asesinato per- 
petrado en la persona de su excelencia el jefe de la nación, el día seis del presente, y 
que foó el que acompañó á Anobade, Moncayo y Bayo á dar ñn con el inicuo plan de 
asesinato, dando principio por ese nefando crimen, para que por consecuencia se en- 
tronizara en el pais la conmoción interior y revueltas políticas; y que el que ha coad- 
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jnvado y cooperado y fomentado tan escandaloso y vergonzoio plan revolucionario ^ 
según se nota por varios datos ha sido el Oor. Mannel Polanoo, juzgo, pnes, que los 
dos señores se hallan comprendidos en los artículos 18 y 22 del tratado 8.^ titulo úni- 
00 del código militar; y así mismo juzgo que el señor Rafael Gonzalo se halla com* 
prendido en el artículo 21 del mismo tratado y título citado arriba por haber incurri- 
do eu el delito de ser encubridor por haber sabido que debía estallar la revolución y 
no haberla denunciado, sinembargo de que le comprometían al referido señor Gonza- 
lo pam tomar preso á su excelencia el presidente de la Bepública; más el ilustrado 
consejo con su probidad acostumbrada, penetración y buen juicio que caracteriza á 
cada uno de los miembros que honrosa y dignamente lo compone, sabrá apreciar con 
más tino que el que suscribe, deliberará en esta causa según conciencia. — Quito, Agos 
to 26 de 1875. 

Dabio Capelo- 



voto SALVADO DE UN VOOAL DEL CONSEJO DE GÜERBA. 

Veintiaeia de Agosto de 1875. 

Por la indagación de Manuel I. Oornejo, se asevera que el doctor Manuel Folan- 
co fué uno de los autores principales del^^Zan revolucionario: que éste contó ó aparen- 
tó que contaba con la cooperación del comandanA Francisco Sánchez, 2.* jefe del 
batallón número 1 á ñn de impulsar á los demás comprometidos á dar el golpe 
fatal 

El señor José F. Valdivieso dice que vi6 á Folanco bajando por dicha calle, 
á la vez que Robbbto Andbadb bajaba rápidamente y Valdivieso se acercó á éste 
por preguntarlo que había» que entonces se acercaron Polanco y Abelardo Monea- 
yo y como Valdivieso se separó para hacer cerrar la casa de sn finado tío el se- 
ñor José Javier Valdivieso quedaron los tres mencionados en la calle 

El señor Mariano Sosa, pedido por el mismo juez, dice que ha visto en va« 
rias ocasiones cinco ó seis veces con intervalos de uno á dos días paseando al se- 
ñor Polanco con Abelardo Moncayo y Boberto Andrade, entre Santo Domingo y la 
Loma. Bn vista, pues, de que en vez de hacer brillar su inocencia el señer Po- 
lanco ha corroborado lo expuesto por Oornejo que había rechazado oomo viles calum- 
nias, expongo que todos estos vehementes indicios unidos á la exposición de Oornejo 
en nada desmentida en tan largo debate, dejan en mi conciencia el convencimiento de 
que el señor Manuel Polanét ha sido uno de los principales agentes de la conspira- 
ción y asesinato que se pesquisa, y por tanto es mi voto que sea pasado por las 
armas.... Quito,26 de Agosto de 1875.— El teniente coronel gra- 
duado;— José Guevara. 



VISTA FÍSOAL DEL MINISTRO DE LA CORTE SUFBEMA MABOUL. 

Cuatro de Setiembre de 1875. 
Excmo. Señor : * 

El infrascrito después de examinar el proceso formado contra el Dr. Manuel Po- 
lanco y Rafael Gonzalo por rebelión ^ motín y asesinato dice: qne las repetidas declara- 
ciones de Manuel Cornejo, fojas veinte, cuarenta y cuatro y cuar enta y ocho del pro- 
ceso corriente v sesenta del sumario formado por el Juez de letras, asi oomo las que 
di6 Gregorio Oampnzano á fojas cuarenta y cuatro y cuarenta y tres, manifiestan que 
el Dr. Polanco faé el promotor más activo de los crímenes enumerados anteriormente. 

A esto se agrega que las declaraciones juradas de los testigos Ulpiano Quiñones 
fojas treinta y una y Adelaida Grijalva fojas sesenta y cinco vuelta, prueban que el 
Dr. Polanco estovo pocos momentos antes que se perpetrara el asesinato en la perso- 
na del Excelentísimo Señor Gabriel García Moreno, muy cerca del lugar en que se 
consumó el crimen, lo que suministra una presunción tanto más grave cuanto que la 
testigo Grijalva añade que el Dr. Polanco brindó una copa de vino á Moncayo y otroa 
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d08 fóvenea á qnidnes no oonooi6| y que todos rennidos Balieron del eafé pocos mo- 
mentos «ntes 6 después de haber pasado por allí el Presidente de la Bepáblica. 
« Los testigos Dr. Bafael Barba fojas veintíoaatro y José F. Valdmeso fojas veinti* 

oinco vuelta (corroborando á fojas sesenta y siete ante el Jaez de letras) aseguran que 
pooOB momentos después del crimen y cuando recién se dejó oir la bulla que 
causó en la plasa mayor encontraron al Dr. Polanco en la calle conocida vulgar- 
mente con el nombre cOalIe de la Platería», y que bajaba de la plasa agre- 
gando el secundo que el Dr. Polanco se reunió allí oon Bobsbto ÁNosáDs 
y Abelardo Moncayo. Oomejo á fojas cuarenta y cinco añade : que inmediatamen- 
te después de cometido el asesinato encontró al Dr. Polanco y éste aprobó el 
crimen oon la palabra bueno, algunos testigos singulares afirman hechos que no 
pueden pasar desapercibidos á la sabia penetraoión de vuestra excelencia. Bl Dr. 
Mariwo Sosa afirma á fojas treinta y una y treinta y dos que cinco 6 seis días antes 
del seis de Airosto en que fué asesinado el Sr. García Moreno vio reunidos á Polanco, 
Ahdradb y Monoayo en la calle de la Loma; líiguel Gortaire declara a fojas treinta y 
tres vuelta que Oornejo le aseguró, cinco días antes del acontecimiento, que Polanco 
era uno da los revoluoionarios, y Bmilio Gangotena presentado por el Dr. Polanco 
para probar la coartada de que en los momentos de los tiros estuvo en el almacén de 
aquel, asegura que no recuerda, fojas 25 vuelta. Finalmente las declaraciones jura- 
das del cabo Antonio Lopes, citado por el Dr. Polanco, á fojas veinticinco y del sár- 
jente Benjamín Pasmiño á fojas treinta y dos vuelta, prueban que el Dr. Polanco du- 
rante su pririóo en el cuartel del batallón Numero primero les dijo á estos cosas y ra- 
zonamientos que, dirifridos á individuos de tropa pueden muy bien considerarse como 
sediciosos y subversivos. Gomo laOorte Suprema Marcial es en estos casos un gran ju- 
rado de apelación porque asi lo manifiesta el articulo cincuenta y nueve, título segun- 
do, tratado noveno del Código Militar, pues al hablar de la clase de prueba uea del 
calificativo de conoluyente. que no es sinónimo de la palabra forense plena, y asf su- 
cede también en el idéntico caso de la revisión de los veredictos del jurado común, en 
los que la Corte Suprema se considera como un gran jurado de apelación para formar 
la certeza moral é imponer al culpado la pena señalada en el artículo diez y nueve, 
título único, tratado octavo del Código Militar. No sucede lo mismo con Bafiíel Gon- 
zalo, pues aunque Cornejo aseguró en su declaración de fojas cuarenta y cuatro 4 
cuarenta y ocho que Gonzalo estaba comprometido á tomar del brazo al Sr. García 
y que concurrió m compromiso en Santo Domingo; pero á fojas cuatro dijo que el 
compromiso de Gonzalo no había sido rotundo, y la circunstancia de haberse encon- 
trado armado en la casa del Dr. Luis Felipe Borja aun no est& satisfecha muy cum- 
plidamente con la declaración de Bastidas, pero no es sujioiente para condenar. Este 
es el parecer del infrascrito que lo da sin odio, temor ni afección; pero vuestra exce- 
lencia con su sabiduría decidirá lo que estime justo. — Quito, Setiembre 4 de 
1876.— Blías Laso. 

Nota.--- Este Sr. Elias Laso ' es el mismo que, como Ministro de Justicia, suscri- 
be, á los diez y seis añfis, el Informe que va á continuación. 




nUFObME DEL MINISTBO I)B JUSTICIA ECUATOBIANO. 



Ministerio de Bela^iones Exteriores 
del Ecuador. 



Quiio^ Mayo ifde 1891. 

Sefior don Julio fl. Salaaar, Encargado de Negocios del Ecuador en Lima. 

S. E. el Presidente de la Bepública, pidió dictamen al H. Ministro de Justicia res- 
pecto de la extradición de Boberto Andrade, y habiendo S. E. aprobado el que va en 
copia adjunta, lo remito á US. H. para que apoye en esa exposición, de la que dará 
copia al Bxcmo. Ministro de Belaoiones Exteriores de esa Bepüblica, la demanda de 
extradición que se tiene iniciada. 
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Be Begairán ampliando las rasones que asisten al Gobierno del Eenador 
materia. 

Boy de US. H. muy atento, 

PXDBO JOBÉ GeVALLOB B. 



Exorno. Señor: 

Para cumplir oon lo mandado por V, B. he leído los periódicos del Ecuador y del 
Perú que han llegado á mis manos y que se han ocupado de la extradición del señor 
don Boberto Andrade. 

Las cuestiones sucifcadas por la prensa pueden reducirse 4 las cuatro siguientes. 

1.» — El asesinato es delito común por knás que su perpetración vaya acompañada 
de algún otro delito político. 

2.*— El Ecuador no ha declarado implícitamente que el crimen cometido en la per- 
son* del señor Garcia Moreno es puramente político. 

8.* — No está prescrita la acción para la pesquisa de los indiciados en el asesinato 
del señor Garcia Moreno. 

4.* — La extradición puede pedirse y debe otorgarse aún cuando no haya tratado 
especial de extradición entre los dos Estados. 

Los delitos comunes no dejan de ser tales ni desafea recen cuando van acompañados, 
ó más bien dicho,— agravados — por la rebelión, sedición, motín 6 asonada, porque 
entonces todo criminal algo advertido cuidaría de dar á su crimen algún colorido po- 
lítico para escapar de la pena y burlar la acción de la justicia. La política no cambia 
la esencia y la naturaleza de los actos humanos convirtiendo en buenos ó siquiera en 
indiferentes los esencialmente malos y reprobados en todos los tiempos por todo el 
género humano. 

En el siglo presente la opinión pública ilustrada por los sabios tratadistas del Dere- 
oho natural y el de Gentes, distingue ya perfectamente los delitos comunes de los me- 
ramente políticos, que antes de ahora y en el origen del Derecho Internacional solían 
confundirse! y por esto castiga los primeros y usa de la indulgencia propia del ade- 
lanto sodal respecto de los segundos. 

La ciencia distingue asimismo los derechos de la autor idad y los del individuo, 
pues el modo de ser, la naturaleza y los deberes de estos dos distintos miembros cons* 
titutivos de la sociedad, no pueden ser los mismos ni confundirse en uno; por esto sus 
atribuciones y facultades son ^stintas. Matar al enemigo en combate, incendiar una 
población para desalojar á un enemigo fu«rte y superior en número y elementos béli* 
eos, tomar sus mercadelas cuando trata de introducirlas en un puerto bloqueado con 
todos los requisitos exigidos hoy por el Derecho Internacional moderno, es permitido, 
porque desgraciadamente la sociedad y los Estados no han llegado todavía al grado de 
cultura y moralización á que más tarde llegarán; pero/de esto al asesinato, el incendio 
y^l robo hay grande distancia, pues las primeras son medidas dSlorosas pero necesa* 
rias porque las hace indispensables la defensa nacional, U defensa propia confiada 
únicamente á la fuerza de las Naciones. Pero ningún individuo puede matar, incen- 
diar ó robar calificando el mismo la necesidad y el derecho, porque no le plugo áDios 
dar al individuo derechos iguales á los que dio k la autoridad. El individuo recurre á 
laa autoridades y obtiene justicia y repaHición, las sociedades carecen de superior 
temporal y por eso tienen el derecho de defenderse por si mismas. 

Parece que los más eminentes tratadistas, y con ellos la opinión pública ilustrada, 
han reconocido ya como una verdad inconcusa que los crímenes comunes no dejan de 
ser tales aún cuando su perpetración vaya acompañada de alguno ó algunos delitos 
políticos. 

^ El publicista vAozolano, Beijas, en su obra cDerecho Internacional Hispano-A.me- 
ricano» tomo 11, psgina 188, al hablar de los delitos políticos dice: cDe entre los de- 
litos políticos se ha excluido el atentado contra la vida de los Jefes de Gobierno, co- 
locándolo expresamente entre los comunes que hacen legitima la entrega del culpado». 

El señor Pacheco, Joaqain Francisco, al tratar de crímenes pohticos y después de 
haber asegurado que deben castigarse con penas reparables y ren4Ísibles, al hablar de 
los delitos comunes perpetrados junto oon los políticos dice: cEsto nos conduce natu- 
ralmente á decir nuestra opinión sobre los casos en que de hecho se veríflca esta ami^l- 
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gama, cometiéndose por eanaas poIitíoaSf actos que salen de la esfera de las opiniones 

Sara entrar en la del crimen común- El incendio, las heridas, la muerte, aún los de- 
tos contra la propiedad, casi todos los ordinarios, pueden reunirse y acumularse en 
los de la política. Oiaro es, Señores, que en semejantes hechos no puede plenamente 
caber las causas de atenuación que disculpan á los delitos políticos. Ya no hay aquí ' 
las creencias generales ouyo influjo hemos señalado en el mundo como tan poderoso, 
y en la If'gislaoión como tan atendible. Matar, robar, incendiar no pueden nunca ser 
estimadas como acciones inocentes, cualesquiera que sea el motivo que compela á 
ello. Nó, no es política ya lo que emprenden ni lo que hacen: son crímenes verdade- 
ros para todo el que no esté completamente obcecado con una locura 6 con infernal 
compromiso.» 

«Así la legislación vuelve á adquirir en estos puntos toda su libertad, porque está 
completamente desembarazada, no teniendo en contra la irresistible opinión de que 
hemos hablado antes. El instinto público y sus buenos principios marchan de acuer- 
do, y lo que él estima criminoso no lo mira el mundo como inocente». 

Las leyes penales, dice Pinheiro«Ferreirs, citado por Flore, no castigan al delin- 
cuente porque haya delinquido en tal ó cual país, sino porque al cometer el c.imen ha 
atacado en la persona de su victima toda la humanidad; es, pues, justificable por to- 
dos los tribunales, y por tanto debe el Ministerio público llevarlo ante el Poder Judi- 
cial del país, cuyas leyes y magistrados haya insultado, teniendo en cuenta que, con- 
cediéndole la impunidad, se harían cómplices de su crimen». 

El Perú en su Oódigo Penal ha sancionado el principio de que los autores de críme- 
nes políticOB son responsables de los delitos comunes, aún cuando loa cometan junto 
con aquellos, pues el art. 145 dice: cLos reos de rebelión, sedición, motín ó asonada, 
son responsables de los delitos especiales que cometan, observando lo dispuesto en el 
art. 45 y este artículo dice: cA.1 oulpable de dos 6 más delitos se le impondrá la pena 
correspondiente al delito m6s grave» considerándose los demás como circunstancias 
agravantes»; luego por la legislación peruana el asesinato del señor Oarcia Moreno 
tendría de ser castigado como delito común agravado por la rebelipn aún supuesto el 
caso que la hubo. 

Fundados, sin duela, en esta disposición legal los Tribunales del Perú han castigado 
los delitos comunes aunque hayan silo perpetrados junto con los políticos; y los ju- 
risoonsultos y escritores peruanos asi lo reconocen según el decir de un acreditado y 
antiguo periódico de la Capital del Perú el cual, en el editorial correspondiente al 17 
de Abril de 1891, dice: cEn 1874 el oficial retirado Boza atacó al Presidente Pardo 
disparando contra él varios tiros de revólver. Capturado el ofensor fué sometido á los 
tribunales ordinarios* El Oonjuez de primera instanoifl( doctor don Juan E. Miranda, 
tratando á Boza como dehncuente político, le aplicó la pena de exp atriación que las 
leyes determinaban para esa clase de criminales. La indignación pública con tal mo- 
tivo fué universal, y la sentencia mereció una justa revocatoria de los Tribunales 
Superiores, que enviaron á Boz|i i la Penitenciaria.» 

Más tarde el misuA don Maxitieí P&|do, ocupando el alto puesto de Presidente del 
Senado, cayó asesinado por el Sargento Montoya. Nadie calificó á éste y á sus cóm- 
plices militares y civiles qué pretendieron aprovecharse del crimen para una subleva- 
ción, como delincuentes políticos, y todos según su grado de criminalidad, sufrieron la 
condena de los reos comunes. 

A estos antecedentes se unen declaraqú)nes expresas del Congreso peruano sobre la 
calificación que hace de un Jefe de Estado considerándolo en los efectos de las rela- 
ciones internacionales. 

La ley de 1888 que establece los principios á que debe sujetarse el Gobierno en ma- 
teria de extradición, consigna la prohibición de entregar á los delinouentea politices; 
y un año después se aprobó la Convención celebrada con Bélgica^ en ouyo articulo 8.® 
se dice: cNo será reputado delito político ni hecho conexo con «^mojante delito el 
atentado contra la persona del Jefe de un Estado extranjero ó contra los miembros de 
su familia, cuando este atentado constituya el hecho sea de homicidio, sea de asesina 
to, sea de envenenamiento.» Por donde se vé que el Congreso peruano no acepta que el 
llamado tiranicidio sea excluido de la categoría de los crímenes comunes. 

Creo que basta lo dicho para asegurar la verdad del primer principio. 

cEl Ecuador no ha declarado implícitamente que el crimen cometido en la persona 
del doctor Garoia Moreno es puramente político» como pareos lo creen los señores Be- 
daotores de otro distinguido periódico de Lima, pues dicen: cPor otra parte, el Gobier* 
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lio que Bueedid al de García Moreno tampoeo apreció la muerte del Frcflídentede 1875» 
como nn delito comüo, y eeto es tasto más evidente cnanto qne inmediatamente que 
se encargó de las funciones del Gobierno, mandó someter á un Consejo privatÍTo de 
Guerra & los pocos que pudo capturar como culpables del asesinato y este Oonsejo 
impuso ¿ Oampusano la pena de muerte y la de presidio al doctor Polanco, que tam- 
bién fué fusilado después. (*) Si» pues, el Gobierno del Ecuador ofreció entonces la 
prueba de que no se consideraba como delito común el practicado por los revolucio- 
narios de 1875; ¿cómo puede consentirse hoy que tal precedente se convierta con ol- 
vido flagrante de lo hecho y con diversa apreciacióUi en delito común, incluido en los 
si estipulados en el Tratado de extradición? » 

Es verdad que Polanco y Cornejo fueron juzgados por el Consejo de guerra de Ofi- 
ciales Generales, porque en aquel primer momento después de cometido el crimen, se 
creyó que había venido adjunto á un plan de conspiración, y aún cuando pretendieron 
hacerlo Cornejo y Polanco, ésto no se probó; pues ambos s poyaron su defensa en la 
aserción de que su objeto faé separar del mando á Garcia Moreno tomándolo preso, 
conduciéndole á una casa de la calle de La Loma, haciendo allí una descarga de fu- 
silería que hiciese creer á la población que el prisionero había sido fusilado, para que 
los cuarteles y el pueblo no opusiesen resistencia al cambio administrativo que se 
pi eparaba; pero, repito, que esto no se probó. La Capital y toda la Bepúblioa cpnti- 
nnaron en paz hasta Octubre y la Constitución de 69 rigió hasta el 8 de Setiembre de 
1876, en que el General Yeintemilla la echó abajo. 

Bayo, el principal aseeino que descargó el primer machetazo sobre la victima, 
cuando ésta subía descuidada la grada del altoa^fio del Palacio Presidencial, no tuvo 
más motivo que la venganza personal, pues no pudo conformarse con la separación del 
mando de la Provincia de Oriente. Polanco tuvo también un motivo meramente in- 
dividual y Campuzano, la reprensión que le impuso el señor Garcia Moreno. 

Pero Andrade y Moncayo no figuraron, al principio, entre los indiciados del asesi- 
nato y por esto fueron sometidos á juicio, con posterioridad al Consejo de Guerra, 
durante el cual aparecieron pruebas contra ellos. Estos señores fueron juzgados por el 
Tribunal común, la Judicatura de Letras de la Provincia de Pichincha; luego mal 
puede asegurarse que $1 OobUrno que sucedió al de Garcia Moreno tampoco apreció la 
muerte del Presidente de Í875 como un delito común. Asi lo apreció en vista de ios acon- 
tecimientos y por eso sujetó á los sefiores Andrade y Moncayo al Tribunal común á 
pesar de que, por la Constitución de 60 que regia entonces, pudo haberlos sujetado al 
Consejo de Guerra de Oficiales Generales, sin respetar su calidad de paisanos* 

Dije que no está prescrita la acción para perseguir á los indicados en el asesinato 
del señor Garcia Moreno y me fundo en los motivos siguientes: 

El art. lOi del Código Pfpal ecuatoriano dice: cLa acción criminal para perseguir 
d crimen prescribe á los diez años contados desde la perpetración del crimen. — cArt. 
108. En caso de que se hubiese iniciado una instrucción ó causa, por crímenes, deli- 
tos ó contravenciones, el tiempo de la prescripción empezará á correr desde la fecha 
de la última diligencia judicial.»— El inciso 2.' del articulo 116 dice: c Para que 
prescriba la acción criminal ó la pena señalada en la sentencia, habrán de concurrir 
necesariamente los requisitos sis^uientes: \.^ Que el procesadb 6 sentenciado no haya 
sido contumaz ó reincidente habitual; 2.*^ Que haya observado buena conducta duran- 
te el término de la prescripción, certificándose asi por las autoridades del domicilio 
que hubiese tenido ó acreditándose que no ha sido sentenciado en dicho tiempo por 
otro crimen.» Según el articulo 115 del Código de Enjuiciamientos en materia crimi- 
nal, cenando el reo contra quien se libre^nandamiento de prisión se halle en Nación 
extranjera, y el caso sea de extradición según los tratados públicos ó el Derecho ínter» 
nacional^ se dirigirá copia del sumario al Poder ejecutívo para que solicite la extradi- 
ción si lo creyere legal.» 

He aqni la ley, veamos los hechos. Roberto Andrade está convicto y confeso del 
crimen de asesinato en la persona del señor Garcia Moreno, pues jamás na negado su 
participación 9a el crimen, antes bien se ha jactado siempre de él y sus defensas se 
han reducido á pretender probar que Garcia Moreno merecía la muerte y que la ven- 
ganza es permitida en casos como el del asesinato de aquel gran hombre. 

Es verdad que han pasado 16 años desde que se perpetró el crimen; pero los Jueces 
Letrados de Quito han cuidado muy prudentemente de oontinuar acumulando prue- 

(*) Polanco no fué fusilado por la Juitioia humana sino por la divina, en el combate del 14 de No- 
viembre de 1877. en las calles de Quito. 
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bas ftl prooeso y la*última diligenoia jadioial no pasa de ooairo años de feoha. Lnego 
no ka lugar á la preBoripciOn de diez años eeñalados en el arfc. 102 del Código Penal 
eoaatoríanot porqne el 108 limita y reglamenta may claramente la regla general del 
articnlo 108. 

El srt. 116 en el inoiso 2/ exige, además, para qae eireopaeda alegar prescripoión, 
que el procesado ó sentenciado no haya sido contumaz, y Andrade lo ha sido en de- 
masía, porpue ha porfiado en mantener su error^su crimen. Todavía se halla fresca 
la tinta cen que escribió el libelo infamatorio titulado cMontalvo y Oarcia Moreno» 
en el cual dice: cEl puñal que mató á Garcia Moreno á la luz del media día fue 

S'ifame! ¿iofame? Lo dirá la narración de los hechos Era el del ateniense 
armodio el arma de la defensa, la que se ha levantado á medio día cutndo los pueblos 
han sido exterminados por la protervia de un hombre, en desagravio de tanto mártir, 
en honra del suelo patrio, en provecho de la dignidad republicana y de los fueros 
concedidos por las leyes naturales; la de Mucio, la de Bolón, la de Béneca. Tenemos 
por evidente que mientras la civilización no cunda en el planeta^ mientras uno no pueda 
amar á otro como á semejante y hermano, y sean extirpadas del haz de la tierra las 
inclinaciones que van encaminadas al daño de los hombres, la venganza, la vanidad, la 
ira, la codicia, el ejercicio de la tiranía en toda la inmensidad de su máquina aterran* 

te, Los PUEBLOS NO DEBEN BEPROBÁB EL EMPLEO DEL PUÑAL DE LA SALUD, dado qUC 

los malos pueden acudir á asechanzas y ponzoñas, autorizados por el derecho bruto 
de la fuerza, puñal de la salud es aquel que puede bbdundab en la salud del 
PBÓJiMo. examinadas las circunstancias en que el opresor tritura á ciudadanos; pu- 
ñal de la salud es el enristrado en guarda de éstos, cuando un hombre los ha mania- 
tado y azotado hasta convertirlos en autómatas, cuyo único signo de existencia son 
miradas lastimosas y suspiros como de un cautivo agonizante; puñal de la salud es el 
que dio salud á Helvecia, aquel que ha enseñado á los gobernantes de las naciones 
prósperas del mundo el límite de su autoridad trazado por la mano del Todopoderoso; 
puñal de la salud es, además, aquel que refleja en la diestra de los hombres impolutoS| 
la claridad de las doctrinas útiles al hombre en los ámbitos de la justicia y la moral 
universales y álzase al mismo tiempo de manera que sus reflejos vayan á dar á todos 

los semblantes, Alzase á la luz del día Quién se ha de atbevbb á pbosobi- 

bib el empleo del puñal de la salud, cuando hasta los medios de sublevarse an 
desdichado pueblo en conjunto, de derribar al opresor sin poner en peligro su vida, 
de su seno han desaparecido á oaupa de la influencia del terror, asi como de la obseca- 

ción producida por la ignorancia y fanatismo? Se ha instituido la pena de 

muerte en castigo de tales ó cuales crímenes, etta pena no puede eer abolida cuando $e 

trata de tiranoe. Oigamos ahora áJuan Montalvo 

*•.. .^,.Eí empleo del puñal de la salud no es lo malo i^fetimoa: lo malo es volver 

necesaria esta eatrema medida, como en Rusia, para que los pueblos consigan libertad. 

'. Flores era digno de morir en 1648 á manos de Brutoy 

Oasio^ como lo fué Qarcia Moreno en 1875 La muerte de Flo- 
res era necesaria y justa .; EBA üíPOOA DB CAMPAÑA 

EL 6 DE AOOSTO, Y EN CAMPAÑA ES PEBMITIDO OOBTAR LA MANO 
QUE LBYANTa EL AZOTE ENSAÑO BENTADO. ACASO FUEBA EL 
ECUADOB VENTUB080 BI LOS QUE OOBTAUON ESA MANO NO Hü- 
BIEBAN NACIDO TABDE EN DEMABIA ». 

El ait. 16 exige además, que el procesado haya observado buena conducta durante él 
tiempo de la prescripción. Nosotros respetamos la vida privada aún de loe criminales 
y, por esto, nada decimos de la de Andrade; pero los hechos públicos y notorios no 
pueden desconocerse y el que predica el asesinato y la venganza como actos no sólo 
inocentes sino laudables, como lo ha hecho Andrade en casi todos sus escritos pos- 
teriores al 6 de Agosto de 1875 no quede alegar buena conducta. Luego aún per esta 
causa les[al no puede invocarse la prescripción. 

Parece ya averiguado el principio de que no es necesario tratado pr«rio para la ex- 
tradición de criminales pues fundándose ésta en la vindicta general de la humanidad, 
en la obligación que tienen los Estados lo mismo que los individuosi de ayudarse mu- 
tuamente para castigar el crimen y defenderse de los malhechores, bastan los debe- 
res impuestos á las naciones por el Derecho de gentes en General. 

Fiore, i pesar de que es enemigo de la extradición y sólo la admite con multiplica- 
das restricciones, confiesa que no hay necesidad de tratado previo para pedirla y 
eoneederlai pues sienta la regU siguiente: cN6m« 612, (a). Todo Bstaoo tiene el de- 



i 



\ 



N 



— 19 - 

• 

ber de nnir dentro de loe jnetoe limites ea aooida á la de la aatoridad eompetente ex* 
tranjere, y prestar á la misma auxilio y asistencia para qne paed« ser eastificftdo él 
malhechor que yiola las leyes del pais que lo reclama, el onal comprometería el orden 
y la seguridad general si quedase impone». 

El distingaido pohlioista peruano Zegarra, á pesar de qne opina por la necesidad 
de tratado previo para la extradición, apraeha la siguiente doctrina de Félix: cEl 
tratado no hace más que tonfirmar déreehot pr$$xintmté$%^ 

El art. 5.« del O. O. de las dos Bicilias dice: fLas leyes ohligan á todos los habitan- 
tes del territorio del reino, sean ciudadanos 6 extranjeros domiciliados 6 transeúntes» 
y H. Boceo, comentando este articulo dice: cLos extranjeros pueden ser perseguidos, 
según las leyes de las dos Bicilias, no sólo por los crímenes y delitos cometidos en 
este reino, sino por algunos yerificsdos en el extranjero. El mismo autor indica que 
la jurisdicción competente para fallar Robre los crímenes y delitos de los regnícolas, 
lo es también para conocer de los cometidos por los extranjeros» oomprendiendo esta 
competencia no sólo la acción piíblica sino la civil». 

Heffter juzga también que no hay necesidad de tratado previo para la extradicíóui 
pues al tratar del asilo y la extradición en el § 68, regla 8.* dice: cA falta de tratados 
formales, toda extradición de un extranjero está subordinada á consideraciones de con* 
yeniencia y de utilidad recíproca. Intsresa á la sociedad que los crímenes no queden 
impune», y puede accederse á la extradición cuando no se tema ninguna injusticia de 
parte de las autoridades que las redaman. Por esta rasón, los autores antiguos, ta- 
les como Grotius y Vattel, han declarado obligatoria la extradición; mas los autores 
modernos sostienen la negativa, y ésta ha prevalecido en la práctica. Fiñeiro Ferrei- 
ra, que rechaza toda extradición va aún más lejos, y su opinión extrema no ha eneon" 
Irado hasta $1 día partidario algunos • 

Bello, al tratar del derecho del asilo dice: cLa Nación no tiene derecho pata casti- 
gar á los extranjeros que llegan á su suelo por delito algano que hayan cometido en 
otra parte, sino es que sean de aquellos que, como la piratería, constituyen á sus per- 
petradores enemigos del género humano. Pero si el crimen es de grande atrocidad ó 
de consecuencias altamente perniciosas, como el homididio alevoso, el incendio, ^ la 
falsificación de moneda ó documentos públicos, y el soberano cuyas leyes han sido 
ultrajadas reclama los reos, es práctica bastante autorizada entregárselos para que 
hagra justicia en ellos; porque en el teatro de sos orimenes es donde pueden ser más 
fácilmente juzgados, y porque á la Nación ofendida es á la que más importa su castigo* 
Llámase extradición esta entrega». 

cOomo la entrega del delincuente nace del derecho que tiene cada Estado para jnz- 
f^ñx y castigar los delitos cometidos dentro de su jurisdicción, se aplica igualmente á 
los subditos del Estado á quien se pide la extradición, que á los del Estado que la so- 
licita y á los de otro cualquiera. 

cAsile es la acogida ó refago que se concede á fos reos aconysñada de la denega* 
ción de sus personas si la lusticia los persigné. Sobre el derecho de asilo, dice Fritot, ^. 

hay que hacer una distinción importante. El que ha delinquido contra las leyes de la ^^^ 

naturaleza y los sentimientos de humanidad, no debe hallar protección en parte al- ^^^ 

guna, porque la represión de estos crímenes interesa á todos los pueblos y á todos los 
hombres, y el mal que causan debe repararse en lo posible. El Derecho de Oentes, 
según el Marqués de Pastolet, no es prote|^r un Estado á los malhechores de otro, 
pino ayudarse todos mutuamente contra los enemigos de la sociedad y de la virtud. 
Según M. de Beal, los Reyes entregan los asesinos y los demás reos de crímenes atro- 
ces á sus Soberanos ofendidos, conformándose en esto á la ley divina, que hace eul- 
pables del homicidio á los encubridores del homicida. Pero si se trata de delitos que 
provienen del abuso de un sentimiento noble en si mismo, pero extraviado por igno- 
rancia ó preocupación, como sucede en el caso del duelo, no hay razón para rehusar 
el asilo». 

Eent califica de perfecta la obligación de entregarse á los reos de crímenes atroces 
P. I. L. 2.-. 

Blnntschil [Droit International — art. 895] dioe: cLa obligación de conceder ex- 
tradición de los criminales en faga ó de entregar á los Tribunales personas aousadaí 
de un crimen, no existe sino en virtud de tratados de extradición especiales, ó etum» 
4o la isguridaii geniral lo exija 
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La obligaoióii da oonoadar k aztrftdieión» en este áttimo oaso, no daba rafarirsa - fi- 
no i loa arimanes gravas y no sabiiate sino an al aaso qaa la jaitioia panal del Esiado 
qna pida la aztradioión ofreíoa garantías safloientaa de imparcialidad y de oiTiliaa- 
ei6n>. 

Las eondioiones exigidas por BlantsahU para que la extradición se oonceda sin tra- 
tado previo están cumplidas en el caso de la extradición da Andrada, porque lo exige 
la seguridad general amenazada constantamente por la contumacia del reo; el crimen 
cometido por él es de los más graves que castiga la legislación penal de todo país, y 
los Tribunales ecuatorianos ofrecen garantías suficientes de imparcialidad y de civi- 
lización. 

Finalmente otro publicista peruano tan diitínguido como el señor Zegarra, do^ 
Antonio Arenas, en el oficio que en Marso de 1879 dirigió al H. Señor Minísbro de 
RelaeioDCB Exteriores, expuso los motivos de las estipulaciones que contiene el Trata- 
do de Extradición formulado por el Congreso Americano de Jurisconsultos; y dijo: 
cBi es cierto que un pueblo soberano no tiene más que una obligación moral de en- 
tregar á los delincuentes refugiados en su territorio y que para dar un carácter juri- 
dico á esta obligación se requiere precisamente un Tratado, también lo es qns está 
en la esfera de sus legitimas atribuciones entregar á los reos de eses actos, que en to- 
das partes se califican de criminales y excitan la animadversión pública, por ser aten- 
tatorios á los principios en que descansa todo el edificio social. — Un delincuente, sea 
cual fuere su patria, no tiene e^derecho de que se le conceda la impunidad por el 
simple hecho de trasladarse á otro país y burlarse así de la vigilancia de la autoridad 
que le persigue* Cualquiera de las Bepáblicas al consentir en la extradición no come- 
te, pues, una injusticia contra el que debe ser extraído, ni ofende á la Nación de que 
él es miembro: lo que hace en realidad es favorecer el derecho de la Naoión ofendi- 
da, á fin de que se castiguen e&os delitos que merecen una represión severa, como lo 
exige el bien de la humanidad.» 

El publicista peruano, moderno, J. M. Qaimper, á pssar de ser de ideas muy avan- 
zadas en liberalismo, en su obra cDerecho Político General,» tomo 11, pág. 50, dice: 
— cBespeeto á extradición hay completa divergencia entre loa publicistas. Ella de- 
pende por lo general de tratados aspecialea, aunque en la práctiea hay eato$ «n que m conce- 
de $in preexkténeia de éllot. Be pnede, sin embargo, establecer como reglas generales 
las siguientes: 1.* si la extradición se refiere á reos de crímenes ó delitos comunes qué 
leyei dé todot loi paites consideran como punibles, debe deferirse á ella; y 2.* si se refiere 
á delitos políticos ü otros Uves o puramente locales, debe negarse al Oobierno que la soli- 
oite. Tan clara es la razóo en que estas reglas se fundan que, componiendo las Nacio- 
nes la humanidad, el interés de ésta debe ser la suprenuñey en materia de extradiciones; 
si el delito atañe al género humano, la entrega del reo debe hacerse á la autoridad 
del lugar en que lo oometió; pero si no ofende á la humanidad y sólo á una Nación ó 
á nna localidad, la extradición nb debe tener lugar.» 

Pero la resolución más respetalble y moderna en este asunto es la que dictó el Go- 
bierno Pontificio» ouafido uno de los complicados en el asesinato del Presidente Lin- 
coln, John H. Snrrat, habiendo salido prófago del territorio de la Naoión y permane- 
cido algún tiempo en Inglaterra, fué á Boma con el apellido Watson y sentó plaza en 
el ouerpo de zuavos; pues habiendo preguntado el Ministro Americano M . Bufus King 
al Cardenal Secretario de Estado: qné orden dictaría en el caso de que el Gobierno 
Americano pidiese la extradición de Burraá y cuál era su intención, contestó añrmati'^ 
vamente y añadió que ciertamente no existia tratado de extradición entre las dos na- 
ciones V que entregar á un criminal á quien probablemente se aplicarla la pena capi- 
tal no estaba del t^o en armonía con el espíritu del Gobierno Pontificio; pero que en 
caso tan grave y exoepoionaí, y en la inteligencia de que el Gobierno de los Estados 
Unidos en análogas circunstancias usaría de reciprocidad, pensaba que la petición 
del Gobierno de los EE. UU. sería concedida. o 

El Gobierno Pontificio dictó en consecuencia la prisión de Burrat antes de que se 
presentase la petición de extjadición para poder verificarla inmediatamente y que el 
delincuente estuviese asegurado mientras tanto; pero Burrat logró escaparse de los 
que le aprehendieron, precipitándose en nna quebrada y fugó á Alejandría. (Del cPa- 
pers relatíng to Foreing Affairs of the United States. — Part II, Washington— 1866) 

Los Estados Unidos del Norte entregaron al español Arguelles,, reo de un delito 
menos grave (contrabando) á España, á pesar de no haber entre los dos Estados tra- 
tado prerio. Parece, pues, principio común generalmente aceptado, que nó hay nece- 
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de tratado previo osando le trata de orimenes atrooes 6 eonvieoe ate segoridad 
de los Betadoi. 
Esta ea la opinión qne el saeorito eomete al sabio eriterio de Y. B. 

Quito, Mayo 16 de 1891. 

BiiiAfl Labo 



SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE BOGOTÁ 

8r. Seoretario General de la Gobernaoión del Departamento de Panamá. 

La edioión del cDiario Ofieiah correspondiente al año de 1885 casi esti agotada por 
lo qne me veo en la imprescindible obligación de pedir á Ud. mny respetaosamente, 
copia del fallo pronunciado por la Corte Suprema Federal de la República de Colom- 
bia, en veinte y seis de Agosto de 1885, publicado en al cDiario Ofioiab número 6,488 
de fecba dos de Octubre del mismo año, por el cual resolvió ese Supremo Tribuna], 
negar la extradición del ciudadano ecuatoriano Sr, Roberto AndraSe, solicitada por el 
iSr. Juez 2'* de Letras de la Provincia de Pichincha, en el Ecuador, y contra quien 
había dictado auto de proceder por el supuesto crimen de asesinato cometido en la 
persona del Sr. Dr. Gabriel García Moreno; quedando así revocado el auto dictado 
por el Sr. Jues del Circuito de Pasto el día 25 df Abril de 1885 y puesto en libertad 
el presunto reo Sr. Andrade, mediante aviso de tal resolución al Poder Ejecutivo de 
la Unión. 

Tal copia la solicito para enviarla al encargado de llevar la voz del Ministerio 
Público en la Capital del Perú, en donde pretende el Gobierno del Ecuador conseguir 
lo mismo que le fué negado en la Suprema Corte de la República de Colombia; tenien- 
do la. convicción de que en vista de esa decisión dictada por un Tribunal severo, ilus- 
trado é imparcial el del Rimac lo declarará como benéfico precedente humanitario y 
de Derecho Liternaoional.. — Panamá, Mayo 11 do 1891.^MtauiL AbibtizIbal. 



Gobernación del Departamento.— Secretaria General. —Despacho de Gobierno.— Nú- 
mero 81.— Panamá, doce de Mayo de mil ochocientos noventa y uno« 

Vistos: — El memorial q^ e precede suscrito por el Sr. Miguel Aristizábal, en el 
cual solicita la expedicióo de una copia del fallo pronunciado por la Corte Suprema 
Federal de la República de Colombia, el día veinte y seis de Agosto de mil ochocien- 
tos ochenta y cinco (cDiario Ofíciah N.® 6,483). Se resuelve:— Expídase a continua- 
ción la copia que pe solicita, á costa del interesadoTA- Regístrese. — Por su Señoría el 
Gobernador, — El Secretario General. — I. Moj^JL^í./ 



Corte Suprema Federal. —Bogotá veinte y seis de Agosto de mil ochocientos ochenta 
y cinco. 

Vistos:— El Juez del Circuito de Pasto, con focha veinte y cinco de Abril de es- 
te año, declaró que había lugar á la extradición de Roberto Andrade, residente en 
Pasto contra quien, en la República del Ecuador y en la Provincia de Pichincha, se 
declaró por auto del Juez de letras, de fecha ocho de Octubre de mil ochocientos 
ochenta y tres, que había lugar á formación de causa contra Andrade por el delito de 
asesinato cometido en la persona de Gabriel Garcia Moreno. 

De este auto se ocupa la Corte en consulta, según lo resuelto en cinco del presen- 
te mes. ^Conforme á la Constitución y al Código Judicial corresponde á la Corte Su* 
prema Federal conocer en última instancia de toda cuestión en que deban aplicarse 
las estipulaciones de los tratados públicos y las prescripciones del Derecho Interna- 
cional. 

Por este artículo 1890 del Código Judicial manda que en todo caso las resolucio- 
nes sobre extradición de reos se consulten con la Corte. Sustanciado, pues, este asun- 
to en la Corte, es ya tiempo de dictar la resolución que le toca. Los hechos han ocur- 
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riáo A8i! BÍ Jaei 8.0 de Letrat de la Frorineia de Piohlóohft en el Eoaádór librtf oón 
feeha 6 de Bnero de este afio no deprecatorio dirigido á eaalqaiera de loe Jaeoes da 
primera instancia en lo Oriminal del If anioipio de Pásto, en solioitnd de la captura da 
Boberto Andrade y Abelardo Monoayo, para que con las seguridades debidas, se los 
remitiera á Quito. 

En dicho exhorto ó deprecatorio, se insertó por todo documento el auto de enjui« 
eiamiento, oue dice asi: — '*Quito ocho de Ootnbre de mil ochocientos ochenta y tres» 
á las dies del día. — Vistos: De conformidad con la declaratoria del jurado de acusa- 
ción» y de acuerdo con lo que prescribe el articalo ciento sesenta y tres del Código de 
Enjuiciamientos en materia criminal, se declara que há lugar á formación de causa 
contra Boberto Andrade y Abelardo Moncayo» por el crimen de asesinato cometido en 
la persona del Excmo. sefior Gabriel García Moreno. Bedáscaseles, pues, á prisión, 

constituoionalmente, nombren defensor si lo quieren y tómeseles su confesión " 

La Oorte Superior de Quito, con fecha ocho de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cuatro, confirmó el auto anterior, según se vé del que también se insert ó y dice: — 
"Vistos;— Son legales y están arreglados 4 los méritos del proceso los fundamentos 
del auto consultado.— Por tanto se lo aprueba.'* Este exhorto vino debidamente auten« 
ticado.-— OoiqO lo observa el señor Procurador General: — < 'Entre Colombia y el Ecua- 
dor no exist « tratado especial de extradición; pero el articulo segundo dd tratado de 
amistad, comercio y navegación celebrado entre las dos Bepúblicas el nueve de Julio 
de 1856, la hace obligatoria en los términos alli prevenidos y con aplicación de las re- 
glas sancionadas por la práctica internacional." 

El artículo citado por el señor Procurador dice asi: — <* A fin de facilitar la admi* 
nistración de Jnstieia y precaver contestaciones y reclamaciones capaces de alterar de 
alguna manera la buena correspondencia y amistad entre las dos Bepúblicas, han 
convenido y convienen las partes contratantes en devolverse reciprooamente los reos 
de incendio, dé envenenamiento, de falsificación, de rapto, de estupro violento, de pi- 
ratería, de hurto ó robo, de abaso de confiaaza; de homicidio ó heridas ó contusiones 
prraves con premeditación, alevosía, ventaja ó cualquiera circunstancia especial de 
atrocidad, los deudores al Erario público y los deudores alzados y fraudulentos á par- 
ticulares que se refugiaren de la una á la otra Bepúb*ica. 

Para tal devoluoion se entenderán entre si los Jnsgados y Tribunales, por medio 
de requisitorio, con especificacióu del comprobante que por las leyes del país en que 
baya ocurrido el hecho ó el delito sea suficiente a jastifícar el arresto ó enjuiciamiento, 
y en caso necesario ocurrirán el uno al otro los dos Gobiernos exigiendo la extradi- 
ción del reo. 

En cuanto á los asilados por delitos puramente polüicos el Gobierno á quien in* 
terese podrá exigir que sean alejados, á más de quince miriámetros de la frontera.*' 

La cuestión, pues, se reduce á ver si el requisitorio de extradición está acompa- 
ñado del comprobante sufioiento & justificar el enjuiciamiento. 

No basta que un Jurado {oajip veredicto no ha venido) haya declarado con lugar 
á enjuiciamiento, y qu#el Juea y la. Oorte hayan confirmado el veredicto; es necesa- 
rio saber en virtud de qué praebas se ha procedido á declarar con lugar á seguimien- 
to de cansa. 

Asi por ejemplo, la extradición por heridas sólo tiene lugar cuando son graves; 
en esto caso, además de la prueba de la culpabilidad del sindioado, sería neoeeario el 
reconocimiento de la herida practicado pQ^^eritos. 

Apesar de que no es necesario extonderse más para fijar la inteligencia del Tra- 
tado, puesto que las palabras mismas de él son claras, conviene expresar además que 
la inteligencia que se ha dado al artículo copiado en otra ocasión es la que la Corto 
le da hoy. 

El Tratado con Veneiuela contiene el artículo 8.^ que es igual al 2.'' celebrado 
con el Ecuador v en en el caso de la extradición de Eugenio Picos (D^rio Oficial nú- 
mero 5,882), el Juea del Táchira acompañó las pruebas del delito y del delincuentCi 
pruebas que examinó la Corto para decretar la extradición. 

La Nación en cuyo torritorio se encuentra la persona, motivo de la demanda de 
la extradición, aprecia soberanamente las pruebas referentos á la criminalidad del que 
se pretonde extraer. 

Por tonto, y de acuerdo con la opinión del señor Procurador General de la Na- 
ción, la Corto Suprema federal administrando justicia en nombre de loa Estados Uni- 
dos de Colombia y por autoridad de la ley, resuelve definitivamento negar la extradi 






- 23 — 

oión de Boberto Andrade, solioitftd» por el Jaez 2.'' de Letras de la ProTmcia de 
diinoba en el Ecoador, y oontra quien dibtó aato de proceder por el crimen de aseei 
naio cometido en la pereoiia de Oabriel Oarcia Moreno. 

Qneda revocado el anto dictado por el Jnez del Oiroaito de FastOi el día veinte y 
cinco de Abril de mil ochocientoe ochenta y cinco. 

£1 presunto reo Roberto Andrade, debe ser puesto en libertad. 

Dése aviso de esta resolución al Poder Ejecutivo de la Unión, por conducto de la 
Secretaria de Relaciones Exteriores. 

Notifíquese, publíquese, copíese, y devuélvanse los autos. — Aníanio Morales — 
Ándré$ Lara.-^Carloi Cotes. — Federico R. Rodríguez, — Milán Díaz.^Flavio Gonza» 
lez M. -^ Becretario. 

En veinte y seis de Agosto de mil ochocientos ochenta y cinco, notifiqué el auto 
anterior al señor Procurador General y al apoderado— Pala v. — González M.^ Secreta- 
rio. — Es copia conforme. — Bogotá, veinte y seis de Agosto de mil ochocientos ochen- 
ta y cinco. — Flavio González 3f«, Secretario. 

Es copia fiel.— El Becretario OeneraL— cT*. M. Kay. 



Sefior Fiscal de la Oorte Suprema de Justicia de I| República del Perú.^Lima. 

En 6 fojas útiles os acompaño la copia que he pedido i la Secretaria Oeneral de 
la Qobetnación de este Departamento, debidamente autenticada por el señor 0¿ttsu( 
Oeneral de esa República, que no es otra cosa que el fallo pronunciado por la Oorte 
Suprema, de la República de Oolombia en 26 de Agosto de 1885, en el cual negó la 
extradición del ciudadano ecuatoriano señor don Roberto Andrade, solicitada por el 
señor Jucb de Letras de la provincia de {Pichincha, en el Ecuador^ contra quien ha- 
bla dictado auto de proceder por el supuesto delito de asesinato cometido en la perso- 
na del señor doctor Gabriel García Moreno; quedando asi revocado el auto que había 
dictado el sefior Jues del Oircuito de Pasto que estaba en consonancia oon los deseos 
del Gobierno del Ecuador. 

No os extrañe esta inesperada comunicación. Baste saber que nací en el Ecua- 
dor y que me he educado y criado en la ilustre Colombia, para tener la imperiosa ne- 
cesidad de defender á ios mkrtires de las libertades públicas que es el resultado de la 
enseñanza objetiva inouloada desde la adolescencia. 

El sentido literal del fall9 que os acompaño es nada menos que la olaslficación 
soberana del delito imputado, (si delito fuese el de Guillermo Tell libertador de la 
Sniza.) 

Im Tribunales del Ecuador oalifioan á la Oonmiración del 6 de Agosto de 1875 
como delito común y la Oorte de Bogotá mucho más iftqtotrada, ha resuelto que lo del se- 
ñor Andrade á lo más puede ser un delito ^ítíco^ para los duales no hay extradi- 
oión» ^ 

Os encareaco acompañéis todas las presentes diligencias al proceso todavía en ^^ 

curso, puesto que esto ha sentado precedente para el Derecho Internacional. 

Panamá, Mayo 16 de 1891. 

Miguel Abistizábal. 



EDITORIAL DE cEL BURIO JUDIOIAL» T BEPRBBEHTAOION 

DEL OlROULO UTERARIO 

£g Extradlelón del señor Roberto Andmde. 

Acogemos en sección preferente, la repreaentaoidn qae eleva al Poder Sjecutívo, tt& 
grupo numeroso de la juventud ilustrada de Liasai oonstituida «tt sociedad permaneii* 
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te eon el nombre de Circulo lAtarario^ reclamando de aquella suprema antoridad con- 
tra la solicitud de extradición formuUda por el Encargado de Negocios del Gobierno 
del Ecuador* en la persona del ciudadano ecuatoriano don Roberto A^ndrade. 

La enunciada corporación ha redactado el documento á que nos referimos, conside- 
rando la cuestión bajo el punto de yi»ta jurídico, por cuyo motivo lo consideramos de 
la Índole de Du publicacioncd de El Diario Judicial, 

Las doctrinas que él contiene, el desarrollo que se ha dado á los diferentes puntos 
que dilucidan sus autores constituyen una defensa más digna ele un cuerpo forense 
que no de una institución que hasta hoy solo se le ha conocido por sus tendencias 
puramente literarias. Es un alegato de bien probado, que revela estudio y meditación 
y que no vacilamos en añrmar que merecerá la más seria atención de las personas en- 
tendidas en el Derecho. 

El documento vá á caer en el mundo científico, como una verdadera sorpresa, por- 
que ^ buena doctrina nace precisamente de quienes se suponía más poseídos de in- 
genio que de ciencia jutídica. 

Ezcmo. Señor: 

El Oírculo Literario de Lima, cumpliendo el articulo 28 de sus Estatutos, se pre- 
senta en defensa de su socio el señor Roberto Andrade, requerido de extradición por 
la Oancilleria ecuatoriana; y, ejerciendo el derecho que declara el articulo 80 de la 
Constitución de la República, ofrece á la consideración de V. E. este memorial, en 
que hace constar las razones que á%u juicio determinan la improcedencia de la extradi- 
ción pretendida, y pide á la vez, que el Supremo '^Gobierno, acatando las leyes del 
fiáis y las prácticas de derecho Internacional, declare que no há lugar á la demanda de 
a citada Oancilleria. 

El motivo del requerimiento es, segün parece, la participación que se le atribuye 
al señor Andrade en los sucesos políticos realizados en la ciudad de Quito el 6 de 
Agosto de 1875. 

Para la comprobación necesaria, el Gobierno requiriente, presentará, como es de su- 
ponerse, las actuaciones judiciales que se han practicado con la mira de verificar una 
responsabiUdad criminal deducida de esos acontecimientos. 

El Gobierno Peruano, aparte las condiciones de forma exterior de esos documentos, 
tiene necesidad de apreciarlos desde el punto de vi^ta de sus formalidades intrínsecas, 
y en éste aspecto cree el Oírculo Literario, decididamente, que la demanda no podrá 
ser apiirejada con toda la eficacia que su naturaleza exije. 

Desde luego, en orden á la calificación del acto que le da origen, es forzoso decla- 
rar con franqueza que, solo borrando la historia politj^a del Ecuador, podría estable- 
cerse que la muerte del Presidente don Gabriel García Moreno fué un hecho simple^ 
enteramente aislado, y sujeto por tanto, á la acción de la penalidad común. 

Las narraciones históricas nublicadas en inmenso número en el trascurso de dieci- 
seis años, han atribuido unií^unemente á ese homicidio, todo el carácter de una de 
las varias manifestcoiones previstas^ de un plan político, que fracasó por especiales 
circunstancias al comienzo de su ejecución. 

Pasa también como una verdín aceptada por la conciencia universal, que la muerte 
del Presidentei Garda Moreno, no fué sino el resultado lógico del sistema de Gobier- 
no implantado y sostenido tenazmente por él en la nación que gobernaba. 

Por manera que si se trata de apreciar con severa imparcialidad el hecho de homi- 
cidio que motiva la prevención, es precflb de todo punto considerarlo en su naturale- 
za indivisible, esto es, uniéndolo á su oausa eficiente. Y la relación de necesidad que 
existe entre esta, y su efecto, el hooiicidio, determina en la común opinión de los pro- 
fesores del Derecho Penal, el conoepto del delito oonexo. 

No puede negarse por consiguiente que el motivo de la demanda tiene conexidad 
con una causa política; y aunque la simple enunciación de esta circunstancia incon- 
trovertible basta para asegurar la improcedencia de extradición, conviene no obstante 
hacer algunas aclaraciones al respecto. 

En materia de conexidad de delitos ó crímenes» hay do3 cues tienes perfectamente 
diversas: una de Derecho Penal, aplicable únicamente en lo interno , otra de Derecho 
Internacional, que es la importante para la extradición. 

En A régimen interno dd un país, no hay delito común aue no merezca castigo; la 
cuestión de conexidad puede modificar un tanto la acción de la justicial según las 
^OQustanoias, pero la instrucción oriminftl procede y surte sus efectos. 

( 
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En el orden de las relaciones internacioDales, el erfmen común por grave que sea^ 
no obstante de ser tal ; de calificársele, se oseada con la relación politics; y asi, á 
virtud de poderosas razones que todos conocen, es práctica universal, no entregar á 
nn refugiado, cnando la pasión política pneda ocupar el lugar de la justicia, ya inven- 
tando crímenes comunes, ya tomando por pretexto el que existiera, para satisfacer 
con la agravación de los castigos, un sentimiento innoble de venganza. 9 

Agrégase á esa consideración la muy atendible de que la criminalidad de los actos 
políticos punibles, no es un asunto indiscutible, ni puede serlo tampoco el carácter 
de los hechos íntimamente ligados con esos actos. 

El Perú que en sus prácticas internacionales se ha sujetado siempre á los princi- 
pios bien definidos en el Derecho y uniformemente reconocidos en los tratados, ha se- 
guido la regla que elimina toda causa política y sus conexas comunes de los casos de 
extradición. Asi lo demuestra el texto de los pactos que celebró en diversas épocas 
con Francia, Inglaterra, Italia, Colombia, y aún el propio tenor de la convención ex- 
tradicional concertada con la República del Ecuador. 

Además de esas fuentes históricas, que proporcionan mucha luz en la cuestión, 

existe la ley de 28 de Octubre de 1888, cuyo articulo 3.^ dice literalmente lo que sigue: 

fNo se concederá en ningún caso la extradición 

2,^ Guando los delitos cometidos tuvieren á juicio del Gobierno de la Bepúblicat un 
carácter político, ó se hubieren perpetrado en conexión con ellos.» 

Es cierto que la Oonvención celebrada con Bélgica en el afío de 1889 no crepata 
delito político ni hecho conexo con semejanteedelito el atentado oontra la persona 
del Jefe de un Estado extr anjero ó contra los miembros de su familia cuando este 
atentado constituya el he cho, sea de homicidio, sea de asesinato, sea de envenena- 
miento.» 

Pero, ó no puede concederse á esta cláusula un valor absoluto, ó no es ella la ex* 
presión de la política adopt ada constantemente por nuestra cancillería, ni aplicable á 
países que no tienen tratado de extradición con esa Bepública. 

La calificación del hecho pohtico corresponde siempre, y en virtud de nuestra ley, 
al país requmdo; y como éste no puede prescindir de la realidad de las cosas, cuan- 
do la muerte del Jefe de un Estado, sea el efecto de un suceso político, esa cláusula 
no podrá regir, 6 más bien, no comprenderá el oaso concreto, porque día se refiere á 
los atentados que constituyan netamente un homicidio, un asesinato 6 un envenena- 
miento. 

Ahora» si esa cláusula tuviera otro sentido habría que estimarla como una conce- 
sión excepcional de la Bepública, perfectamente explicable. 

La nación belga que está r^ida por un gobierno monárquico, aceptó desde 1856 las 
prescripciones de Napoleón III y ha dirijido su política sobre la base de una latitud 
inusitada y odiosa en materia de extradición. 

La primera ley belga de 1888, limitaba á siete el número de crímenes comunes que 
podían motivar el envío recíproco de los premunidosir Esta ley restrictiva comenzó á 
modificarse el 56, por la de 22 de Marzo, y siguid la^labor de etteiider el campo de la 
extradición en los de 1868, 1870 y 74. 

cDespués del atentado contra la vida de Napoleón III, dice el profesor Fiore, el 
gobierno imperial propuso no admitir en el número de los delitos políticos el atentado 
contra la vida de un gobierno ó contra los miembros de su familia, cuando constituya 
el hecho de homicidio, asesinato ó envenen^iento.i 

Esta exclusión absoluta, contraria á los principios de la ciencia, fué aceptada por 
Bélgica, y rechazada por Suiza é Italia. 

La proposición de Napoleón III no fué el fruto de una convicción sincera; tenía 
por objeto excluir de los beneficios de la amnistía á los que hubieá^n participado de 
tal atentado, y por esto fué, que sesenta y dos abogados del Oolegio francés escribieron 
una consulta extftisamente motivada; para demostrar que según las leyes vigentes 
en Francia, la conspiración de atentar contra la vida del gobiemO| era un delito 
político. 

Bi se quisiera, pues, dar á esa regla una generalidad que no puede ni debo tener, 
ella significaría un pacto excepcional concertado por el Perú, con la mira de satisfa- 
cer las tendencias de una política particular, pero que no lo obliga á cambiar las tra* 
didonea de sn conducta en esta materia. 

Nuestra cancillería lo ha entendido asi» porque lo demuestra evidwtemente el texto 
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ie lo8 tratadoi qaa nneatros plenipotanoitrios firmaron en el Oongreso de líontevideo, 
posteriormeDte á aquella Oonyención. 

Diee el artionlo 28 del Tratado de Dereoho Penal Internacional: cTampooo dan 
mérito á la extradición» los delitos políticos y todos aquellos que atacan la seguridad 
interna ó exterior de un Estado» ni los comunes que tengan conexión oon ellos. La 
elasifioacién de estos delitos, se hsrá por la Nación requerida oon arreglo á la ley que 
sea más favorable al acusado. 

El Oirculo literario piensa, también, que acatando los principios de irretroactiridad 
y de prescripción penal» no es posible dar por fundado el requerimiento. 

La irretroactiyidad en este caso impide la extradicióo por hechos anteriores á la fe- 
cha de Duestra le^; siendo de notar, que ese principio no significa el reconocimiento 
de derechos adquiridos por los extranjeros, en orden al asilo, sino la práctica de una 
idea cardinal de nuestra legislación, que debe ser respetable en tanto no ee declare 
expresamente una regla que la destruya. 

La irretroaotiyidad de los tratados está en tela de juicio, si bien se manifiesta la 
tendencia á aceptarla; pero es la cuestión, que nuestras leyes garantizan a los extran- 
jeros la libertad de residencia en el territorio, y (][ue esta garantía, aunque puede ser 
anulada por un acto del Poder Legislativo, es v&lida y obligatoria mientras ese Po- 
der no declare expresamente las excepciones. 

Hasta shora no existe sino la ley de 1888, y como en esta no se tocan los hechos 
anteriores á su redacción, está dominada por el principio general de la irretroaotividad. 

Importa fijarse en que la imputaeión que se hace al señor Andrade se refiere á un 
hecho posterior al tratado de extradición que el Perú celebró con el Ecuador, ouyo 
cange se biso el 20 de Octubre de 1874. 

El Ecuador ha dejado desahuciar ese tratado sin pedir la extradición; por manera 
que habiendo caducado el pacto, esa imputación no puede ser comprendida en un re- 
querimiento de entrega, sin retrotraer los efectos de la ley, para dar vida á los hechos 
que han quedado olvidados y que legalmente debieron desaparecer de la esfera 
de la diplomacia junto con la convención á que estaban sujetos. 

En orden á la prescripción el asunto no ofrece la menor dificultad. 

La muerte del Presidente García Moreno ocurrió el citado día 6 de Agosto del 75, y 
desde esta fecha hasta la épocs en que se inició el juicio contra los conjurados, en 
1888, trascurrieron ocho años. 

Es principio establecido en la ley de extradición y aceptado generalmente, que la 
prescripción debe apreciarse con arreglo á la ley del país que hace la entrega. 

Nuestro Oódigo Penal, impone la pena de penitenciaria al delito de homicidio; y 
declara, que la acción para deducir la imputabiiidad preforibe a los cinco años. 

Bl Oirculo Literario no entra á demostrar que esa es la calificación legal dd hecho, 
por que considera que sobre ella no puede haber controversia desde que, xii por la 
participación atribuida al señor Andrade, ni por los caracteres de la acción, podríase, 
sin faltar al criterio jurídico, de^oir la existencia de un crimen califioado de la na< 
turaleaa de aquellos á^ue se refld^ el artículo 232 del Oódigo Penal. 

Siendo útil agregar que la participación atribuida al señor Andrade, aunque direc- 
ta, no es la priocipiJ, y que aún suponiendo la calificación del hecho la penalidad no 
podría aplicarse en su último término. 

Es pues indiscutible, que después de cinco años, el delito de que se trata, quedó en 
la esfera de los hechos olvidados. 

Bl Oirculo Literario da por asentada lanzase de que el Supremo Gobierno no acep- 
te las actuaciones practicadas arbitrariamente contra el señor Andrade, el año 75, 
por un Oonsejo de guerra verbal. — Pues so sabe que el país requerido está en la obli- 
gación de jazgar de la competencia del Juez ó tribunal que conoce del juicio que ha 
dado origen al requerimiento, y es entendido qae la jurisdicción militar no puede ser 
justíficaaa ni aún con el criterio de las leyes que rigen en el país requiriente. 

Aparte la prescripción verificada ya en 1888; desde esta época hasta la presente ha 
corrido otro lapso de tiempo bastante también para que aquella se produzca; debien- 
do advertirse que oon arreglo á nuestra jurisprudencia práctica el derecho de acu- 
sar prescribe no obstante de haberse iniciado la instrncoióni y desde la fecha en que 
se hubiera abandonado. 

Tenga presente además Y. E., que en materia criminal está aceptada la idea de 
que la prescripción no pueda ser interrumpida indefinidamente, porque antes que las 
razones de caricter filosófico que fundan la prescripción están las relativas á la neoe- 
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tidftd de no htoer peligrar el acierto de loa jaeoea eon medioa probaiorioa Arranea< 
á OD psaado remoto y á la deaaparición, oomo beoho aooial, del orimen, qne cae ooml 
todo lo hamano, bajo la mano deatrnctora de loa tiempoa. 

Por eaia razón ae reconoce en eataa épooaa qne la preacripoión criminal no debe aer 
interrumpida aino nna vea, ft fin de qne en faerza.de la interrupción, ae preloogoe 
onando máa haata el doble tiempo neoeaario para preaeribir. 

En eate oaao ha tísío VB. que ha traaoarrido un tiempo trea vecea mayor que el 
neceaario para la extinoión de laa acoionea. 

Apuniadaa laa oonaideraciooea extriotamente legalea, el Olroulo Literario llama la 
atención de YE. hacia el eapirita de nneatra ley de extradición. Déjaae al juicio del 
Oobiemo de la Bapública ;la apreciación del carácter político del hecho que motiva 
la demanda. 

Nunca ha aido tan neceaaria como en cae caao eata pravíBión legialativa, y nunca 
tampuco ae preaentará á YE. una aituación tan clara en la labor de calificación que le 
encomienda la ley. ' 

YB. aabe, porque la prensa de eata capital lo tiene camprobado, que el aefior An« 
drade, ea uno de loa máa activoa propagandiataa de laa ideal liberales en au patria; 
que en diveraaa ocaaionea h) luchado por la imprenta y en loa campoa de batalla, 
contra loa Gobiernoa que él ha eatimado oOutrarioa al régimen político legal del 
Ecuador; que hace dieciseia afloa, que en au patria nadie ha peunado en imputarle cri- 
men por el moYÍrniento de 1875 haciendo excepción déla prescrita acusación de 1898; 
y que, la demanda del Qobierno Ecuatoriano coincide hoy con circunatanoiaa eyíden- 
temente reveladoraa, de qne ae procede máa por iflapiración de laa paaionea políticaa y 
aún por enconoa peraonalea, que con el honrado propósito de aaegurar el cumplimiento 
de la juaticia aocial. 

Batoa ó parecidoa antecedentea decidieron al Gobierno Federal de Colombia preai- 
dido por el Bxcmo. aefior Bafael Núñez á denegar la extradición pedida por el Ecua- 
dor» porque en América, felizmente, ae ha reapetado el principio de protección de loa 
refugíadoa polítiooa, como punto de dignidad nac ional y como nn alto deber de huma- 
nidad. 

El aefior Andrade, aegún ea notorio, ha fijado definitivamente au reaidencia en el 
anelo del Perú y ha formado una familia peruana. — El aeñor Andrade, pnea, como 
extranjero domiciliado tiene dereoho al amparo de nueatraa leyea y lo tiene aún m4a en 
eate caso de extradición motivada por relacionea políticaa. 

El Circulo Literario ha preferido omitir la explanación de laa dootrinae cientificaa 
que apoyan au memorial y laa citas de muy reapetablea autoridadea en la matoria, 
porque ha querido juzgar el aaunto con aencillez y deade el punto de viata de nueatraa 
leyea. — Que ai todo cato no4)a8tara, afirmaría au propia opinión con la de pnblicistaa 
como Geyea» de doctoa profeaorea como Fiore y de eminentea hombres de Estado como 
Lord Palmeraton. 

Pero cree el Circulo Literario que á YB. merecen oonaideración eataa peticionea Ha- 
naa pero juataa y razonadas, y por au mérito pide^-J 

A YE. ae digne preatar el amparo de la aoberábi» Peruanaaal aefior Roberto An- 
drade para que le air va de poderoso escudo contra M venganzas políticas que en au per- 
aona pretende ejercitar el Gobierno de au patria. 

Ea juaticia^ etc. 

Bxcmo. Señor. , 

Manuel G. Prada, Pablo Patrón, Carlos G. Amézaga, Abelardo M. 
Gamarra, Alberto Quimper, F. Alberto Secada, Víctor G. Mantilla, 
Ricardo R. Rios, Carlos A, Velarde, C. Rey de Castro, JocLquin Stca» 
rez la CroixpJ. Mendigaren, Nicolás A. González, Ramón Barreta, 
Ernesto A. Rivas^ F, López Chavez^ José /. de Veintemilla, José B. 
Ugarte^ Juan Sánchez Silva^ Alberto L. Gadea, Felipe Barriga Alvor- 
rez^ Zenón Ramirez^ Mariano C Solórzano, Estenio Mesa, Ricardo 
Cadenas, José M^ Málaga^ F. Ego-Aguirre, A Fernández Concita, 
Manuel P. Villantceva Alejandro Montani, Miguel Manuel Luna, Z>, 
M. Ramírez, Adolfo Ó. VienricK V. M. Maürtua, Leopoldo A, Pérez. 
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y EDITORIAL DE cLA NACIÓN» 

t D00UICBNT08 OFIOIALIB DE 1845 BEI^inVOS k LA SXTBADÍOÍÓM DB VKIHTIDOB BRASÍLEÑOB 

Urna, Julio 15 de 1891 r 

Hoy qno se trata del estudio de un oaso de extradición^á propósito de nna de- 
manda formalada por el Gobierno ecuatoriano — oreemos oportuno y conyeniente re- 
producir los documentos oficiales que siguen, 

Por ellos se verá cuál es la doctrina reconocida y aceptada por la Oancillería pe- 
ruana, en ocaiión idéntica y con análogo motivo. . 

Los principios sobre extradición que entonces proclamó y sostuvo nuestro Gobier- 
no, están en todo conformen con la práctica de los Estados, las doctrinas de avanza- 
dos publicistas y las reglas de Derecho lotemaoional. En consecuencia, como las teo- 
rías diplomáticas no pueden cambiar en casos iguales, hoy deben proclamarse y sos- 
tenerse las mismas de ayer. 

Formulada ya, después de una larga prisión preventiva del ciudadano ecuatoria- 
no Andrade, la demanda de extradición de éste, por su Gobierno, el naestro ha pasa- 
do, como es de ley, á la Excma Oorte Suprema el expediente remitido por* la Canci- 
llería de aquella Bepública. 

Llamamos, pues, la atención de^os señores Vocales y i'iscal del Tribunal citado 
acerca de los importantes documentos que trascribimos en seguida: en éstos tienen 
nna norma para formar su opinión y emitirla en conciencia. 

El QobiemOy por su parte, también debe penetrarse del espíritu de osas piesas 
oficiales, para ajustar á ellas bu conducta en el presente caso. 

Es preciso fijarse en que no habiendo tratado de extradición entre el Perú y el 
Ecuador, no es obligatoria la entrega del requerido por la Cancillería de aquella Be- 
pública. 

Por lo demás, no creemos que el Gobierno del Bxcmo Sr. Morales Bermúdei se 
haga eco de venganzas innobles, como son las que inspiran la demanda del reforido 
Andrade. 

He aquí esos documentos. 

BEOBETABÍA DEL OONBEJO DE ESTADO 

Lima^ á 8 d$ Agotto de 1846' 

Señor Ministro de Estado en ol iftepaoho de Belaciones Exteriores, Justicia y Nego- 
cios Eclesiásticos. % \ 

Señor Ministro : 

Vista por el Consejo de Estado la eonsulta del Ejecutivo, relativa á la extradición 
de veintidós soldados brasileros, asiladog ^ el departamento de Amazonas, después 
de haber asesinado al Comandante de la frontera de Tabatinga, coya extradición ha so- 
licitado el Sr. Ministro de S. M. el Emperador del Brasil, ofreciendo reciprocidad en 
iguales circunstancias ; ha acordado su dictamen en sesión de la fecha en los térmi« 
nos que sigue. 

El punto sobre extradición de criminales, es muy controvertido entre los publi- 
cistas, y no hay una regla fija á que atenerse. El Consejo para fundar este asunto, 
hará una lijera reseña de algunos tratadistas. 

Unos convienen en que las naciones deben entregarse mutuamente á los orimi- 
na!es fugitivos; fandándose en que si se convencen los hombres, de que no encontra- 
rán lugar en donde los crímenes queden sin castigo, se conseguiría el interesante fin 
de evitar los delitoa ; siendo por otra parte el criminal mis peligroso que útil á la na* 
don en que encuentra asilot mientras que es necesario reciba el castigo en la que de« 
Unquió. 




•^ f 



^ 29 — 

Otros miran en el día como inviolable en easi todoe los Estados el derecho de 
coDCji^í^o Á los extrangeros fagitivos qae bascan asilo en otras naciones, 
de tal mane7*^?1i^ne a&sqne sean reclamados por sus Gobiernos no les son entregados^ 
sino en )os.^^ |os, y por los crímenes señalados en tratados particnlarep. Bnponen que 
un reÍDgiaáR^uede llegar á merecer con en nueva dondacta, y con el ejercicio de al- 
gunas vJktudeR extraordinarias el perdón del cielo y de la tierra : y que si es un mal- 
vado que inepíra^temores, fácil ee expelerlo paraqne vaya á buscar otro asilo. 

Vatel en el § 76 del libro 2/ capitulo 6, dice : cLos asesinos, los incendiarios y los 
ladrones, se prenden en todas partes á petición del soberano en cuyo territorio han 
cometido el crimen, y se entregan á su justicia. £n los Estados (prosigue) qae tienen 
concesiones más estrechas de amistad y baena vecindad, se hace más todavía, pues 
aún en los casos de delitos comunes que se eigaen civilmente, los subditos de los Es- 
tados vecinos están obligados á parecer ante el magistrado del lugar en donde son 
acusadoR.» 

Bello en el § 5 del capítulo 5 despees de afirmar, que sr el crimen es de gran- 
de atrocidad ó de confsecuencias altamente perniciosas, como el homicidis alevo^'o, el 
incendio, la falsificación de moneda ó documentos públicos, los refugiados deben ser 
entregados cuando son reclamados, para que sehaga jasticia con ellos: (auade> sobre 
el derecho de asilo, dice Fritot, hay que bscer una distinción importante. El que ha 
delinquido contra las leyes de la Naturaleza y los sentimientos de la humanidad, no 
debe hallar protección en parte alguna ; porque la dc'presión de estos crímenes intere- 
sa á todos los pueblos, á t%dos los hombres, y el mal que causan debe repararse en lo 
posible. El derecho de gentes según el Marqués de Pastoret, citado por el mismo au- 
tor, no es proteger en uu Estado á los malhechores de otro, sino socorrerse mutua- 
mente, contra los enemigos de la Sociedad y de la virtud. Según M. de Real, los re- 
yes entregan á Ioh asesinos y los demás reos de crímenes atroces á sus soberanos ofen- 
didos, conformándose en esto á la ley divina que hace culpables del homicidio á los 
encubridores del homicida. 

Maiteos anotado por Pinheiro en el § 101 del libro 3, cap. 8, expone: que un Ks« 
tado no está obligado á consentir en la extradición de un criminal, cuando se ha re- 
querido por una potencia extrangera, aún cuando la sentencia esté pronunciada: que 
hay Estados que rehusan constantemente le extradición exceptuando los casos en que 
hayan tratados; y luego añade: cPero la extradición de un extrangero sábdito del Es- 
tado que lo reclama por crimen cometido en su territorio, aún cuando no está funda- 
da en rigor de la ley natural, se concede con más frecuencia, ya sea en virtud de tra- 
tados, ya por una simple deferencia 6 ya mediante la reciprocidad....» Se^ún el mis- 
mo, la Suisa acuerda muy fucilmente tales deferencias. En Alemania, los Estados del 
Imperio no tenían ninguna' obli fijación general de acceder á las extradiciones; pero se 
prestaban frecuentemente, bien fuese por tratados ó bien por una benevolencia mutua. 
Lo mifimo asegura se practicaba en la Gonfederacióu Germánica y se accedía á la ex- 

irjuicio á la soberanía propia del EsUdo, y con una tendencia mutua 
a las potencias amigas. / 

Últimamente, Klnber en su obra de Deretjbodl Gantes moderno de Europa, en 
la segunda parte, § 56, titulo 1.® capítulo 2.^ del Derecho de Independsncia asienta, 
que, un Estado, á menos de estar empeñado por tratados, no puede ser obligado á 
entregar á los subditos acúsalos o convencidos de delito ó crimen cometido en país 
extrangero. bien sea que se les haya iniciado la causa ó que se les haya pronunciado 
sentencia." ^ 

Asegura también que en muchos paísesi la extradición ea prohibida por leyes 
expresas, como en la Prusia, Babiera, etc.. y concluye así: >Sin convención el Estado 
no puede ser obligado á entregar á los extrangeros por los delitos cometidos seau los 
qoe fuesen. Sin embargo, diferentes Estados se han ligado á este respecto por tratados 
generalmente para la entrega de desertores y conscriptos refractarios, y algunas veces 
de los contrabandista»: y otros Ebtados particularmente los menos poderosos son muy 
fáciles á este respecto sin previa convención,'» 

^^^^^^...A^ista de la divergencia de los publicistas prenotados, y de otros que omite el 
Consejo per no ser difuso, no es de extrañar que el Marqués de Bocaria diga: que el 
asilo y la impunidad no es diferencia, sino del más al menos; que los asilos invitan 
más á los crímenes, que lo qoe los alejan las penas;— y qne la historia ha demostiado 
que los asilos han sido el origen de las revoluciones más grandes en los Estados y en 
tas opiniones'; y no se atreve por tanto á decidir la cuestión, esp raudo que las leyes 
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sean más conformes oon las necodidades de la hiiiBtnlIfti, m^s gnaTizadAs las pen»-. 




atenoión la aolioitud del señor «Ifiaistro Brasilero, por laq razones en ^ja la fan4B, y 
porque el Perú paede hallarse algún día. en igaal caso; toca al Congreso dar la reso- 
Inción onveniente, que norme la oondaota que ha de segairae & esfó respecto» eape- 
oialmente oon los Estados limítrofes. 

Por tales fandamentoB,el Consejo es de dictamen <qae no habiendo derecho per- 
fecto para acoederse á la extradición que se pide por parte del Gobierno del Brasil; y 
ofreciéndose por el Ministro de éste reoiprooidad, puede el Ejeoutivo solicitar del Oon- 
gresala correspondiente autorización para celebrar aa convenio sobre el partioalar, ó 
pedir que expida ana ley que sirva de regla en casos semejantes. 

Lo que tengo el honor de decir á UB. en cumplimiento de lo acordado devolvién- 
dole el expediente de la materia. 

Dios guarde á US. 

Pedro J. Flobe^* 



Lima y Agosto 10 de 1815. 

Visto el diotamen del Consejo de Estado, y considerando: — 1.® Que la extradi- 
ción de criminales sólo A^h=^ hacerse en virtud de tratados, conforma a los prinoipioa 
del Derecho de Gente<f.— 2.** Que el encargado de Negocios del Brasil conoce que su 
Gobierno no tiene derecho perfecto para exigir la entrega de los prófugos Braaileroa 
que de Tabatinga inmigraron al territorio peruano.-^ 8." Que aunqne la moriil esté 
interesada en la extradición de los criminales, no por e^o debe hacerse ^n entrega á 
virtud de una simple demanda, desprovista de justificativos y sin previo tratado. — 4.* 
Que aunque se celt^brara alguno fundado sobre la reoiprooidad, no podría acoederse á 
la aolioitud del Encargado de Negocios del Brasil con respecto á dichos prófcgos, por- 
que sólo debería producir su efecto para lo sucesivo, y no de un modo retroactivo. — 
5.® Que el delito de asesinato que se imputa á ios prófugos, debe ser probado y decla- 
rado en juicio aún contra reoa ausentes, salvo el derecho de defenderse cuando son 
aprehendidos.— 6.® Que entregar a los asilados sin talca juatifícativoa, sería violar loa 
derechos individuales sociales, y aún en el caso de presentarlos, habría lugar á otras 
cuestiones graves sobre validez de juicois pronunciados ñor tribunales extrangeros, y 
sobre su ejecución en territorio ageno. — 7.^ Que estos y otros puntos no decididos po- 
drán ser coneiderados en el tratado que se celebre con el Brasil cuanno llegue la vez, 
y con sujeción a loa principios establecidos en la Constitución de la Bepúblina: ^o do- 
clara sin lugar la extradición i||licítada por el Encargado de Négor^oT^ ^ >i4Mro. 
emperador del Brasil. ^' ^- -^^/píJá 

Contéstese y Gomtrniqaese.-\-Rábrica de S. B. ' 

Paz-Soldán. 
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